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Reviso los rostros de quienes sostienen la manta: mujeres en su mayoría, y se les 
adivina en el rostro que son madres siempre. ¿Son? ¿Siempre? Son y lo son 
siempre, a no dudarlo. El cartel puede ser de hace 25, de hace 15, de hace 5 años, 
de este mismo día. Nada me lo dice, a no ser la firmeza de esas miradas, su 
empecinamiento, su esperanza. Son cientos, miles los desaparecidos políticos, ¿Qué 
culpa cargaron estos hombres y mujeres que no merecieron de sus enemigos, ya no 
digamos la vida y la libertad, tampoco la cárcel o la tumba? A veces es solo una 
foto lo que de material queda de ellos y ellas. Pero en las manos de piedra de las 
madres, esposas, hermanas, esa foto se hace bandera. Y las banderas se hacen para 
ondear en los cielos. Y en los cielos los levantan los hombres y las mujeres que 
saben que la memoria no es una fecha que señala el inicio de una ausencia, sino 
que es un árbol que, plantado en el ayer, se levanta al mañana. ¿De qué material se 
puede hacer el homenaje a los héroes anónimos que no tienen más rincón que la 
memoria de quienes comparten su sangre y sus ideales? De piedra, pero no de 
cualquier piedra. Si acaso, de la piedra de memoria que fueron y que son sus 
madres, esposas, hermanas. Porque hay madres de que son piedra, piedra de 
trinchera, de fortaleza, de casa, de muro que sostiene la palabra “JUSTICIA” en su 
pecho. 








Esta investigación se desarrolla con el fin de analizar los impactos de la desaparición 
forzada en las mujeres familiares de desaparecidos y desaparecidas. Tiene como principal 
objetivo explorar y analizar de qué manera los procesos organizativos alrededor de las 
luchas contra la criminalidad Estatal en Colombia son una de las formas de confrontar los 
impactos que deja la violencia sociopolítica y a su vez son una de las herramientas para 
incidir en el empoderamiento de los proyectos de vida de mujeres familiares de víctimas de 
desaparición forzada.   
 
Por tal motivo, se plantearon tres objetivos específicos que son: caracterizar las diferentes y 
múltiples formas de impunidad, describir los impactos de la desaparición forzada en las 
mujeres familiares de desaparecidos y desaparecidas (así como en sus estrategias de lucha), 
y  visibilizar las diferentes luchas y procesos que lideran o hacen parte las mujeres a partir 
de la desaparición forzada de un familiar (asfaddes, familiares del palacio de justicia, hijos 
e hijas por la memoria y contra la impunidad y madres de Soacha). 
 
Los datos de dicha investigación se obtuvieron a través de diferentes consultas en fuentes 
secundarias y fuentes primarias a través de cuatro historias de vida de mujeres familiares de 
víctimas de desaparición forzada, quienes residen en Bogotá. Cada historia de vida 
corresponde a un vínculo familiar diferente: una madre, una hermana, una esposa y una 
hija. 
 
Esta tesis fue elaborada desde una perspectiva social buscando generar un análisis propicio 
para el tema de desaparición forzada y los procesos de reconstrucción individual, y 
organizativos de las víctimas indirectas. Para esto hay que tener en cuenta que en Colombia 
la desaparición forzada es una práctica sistemática que a lo largo de las últimas cuatro 
décadas ha sido legalmente definida y penalizada como una acción ejecutada por grupos de 





La impunidad que se crea alrededor de un crimen como estos, tanto por los hechos mismos 
de la desaparición como por los mecanismos de impunidad que hay al interior de las 
entidades encargadas de investigar, genera unas afectaciones y unos cambios en los 
proyectos de vida de las personas, familias y grupos sociales cercanas a las víctimas, tal y 
como veremos durante el desarrollo del segundo y tercer capítulo. Entre esos cambios en 
sus proyectos de vida, está sobre todo la opción que toman muchos familiares de adelantar 
acciones y organizarse desde distintas luchas y procesos alrededor de la desaparición 
forzada.   
 
La investigación se divide en tres capítulos, y conclusiones. El primero de ellos se 
denomina ¿Por qué víctimas? ¿Víctimas de qué? ¿Víctimas de quién?, el cual inicia 
explicando qué es la desaparición forzada, cómo surge y se consolida como crimen de 
Estado y finalmente como es declarado delito de derecho internacional. Asimismo, se 
realiza un recorrido por la historia de Colombia a través del cual se analiza la ejecución de 
este crimen durante los diferentes gobiernos, desde el año 77 hasta la actualidad. De manera 
paralela, se analiza cómo se han ido configurando las diferentes y múltiples formas en que 
la impunidad rodea la historia de la desaparición forzada en Colombia. 
 
El segundo capítulo se denomina “Del dolo al duelo”, en este capítulo se visualizan los 
impactos de la desaparición forzada en distintos espacios y niveles, es decir político, social, 
económico, individual y familiar.  Es aquí donde se pueden observar los distintos cambios 
que tienen las mujeres familiares de las víctimas luego de lo sucedido, y las nuevas formas 
de expresión frente a la vida.  Las redes sociales, el empoderamiento como sujetos políticos 
y los cambios en los proyectos de vida de cada una son una parte del camino hacia el 
reconocimiento de lo sucedido y hacia el proceso de afrontamiento desde la reconstrucción 
de los hechos y desde la memoria. 
 
El tercer capítulo se denomina “Nuestro pasado un prólogo, nuestra profecía otro 
mundo”, trata de las herramientas de lucha de las familias de desaparecidos y de los 




entrevistadas.  En este espacio, se puede comprender cómo se han organizado las familias 
de desaparecidos a través del tiempo y cuáles son sus objetivos de lucha permanente. 
           
CAPÍTULO 1. 
¿Por qué víctimas? ¿Víctimas de qué? ¿Víctimas de quién? 
Recuerdo la primera vez que vi la galería de la memoria1 de Hijos e hijas por la memoria 
y contra la impunidad2, los hijos y las hijas le daban voz a sus padres y madres en primera 
persona contando quienes habían sido, que habían hecho y al final terminaban hablando de 
lo que les había sucedido y afirmando que sus hijos hacían parte de un movimiento donde 
se reconocía que había víctimas, pero peguntándose ¿por qué víctimas? ¿Víctimas de qué? 
¿Víctimas de quién? 
 
IMAGEN 1 “En memoria de Jaime Gómez”  
 
FUENTE: Galería de la memoria 2007, Hijos e hijas por la memoria y contra la impunidad. 
                                                 
1 La Galería es un espacio dedicado a construir la memoria colectiva de las personas que han sido 
protagonistas o testigos de las luchas sociales y de la historia actual del país. 
2 Hijos e hijas por la memoria y contra la impunidad es una organización que nació a mediados de la década 
del 2000, como resultado del encuentro de jóvenes, en su mayoría hijos e hijas de activistas sociales, de 
intelectuales y militantes de izquierda - “vivos unos, muertos otros”- que compartieron proyectos políticos de 
transformación de las condiciones de vida de la sociedad, en contravía del establecimiento, y fueron 






La criminalidad estatal está diseñada para no tener rostro, en otras palabras, para no tener 
victimario, lo cual hace más fácil que la impunidad se acentúe. Comprender de dónde surge 
la desaparición forzada y cómo se consolida resulta importante a la hora de entender el 
porqué y el para qué de un crimen como estos, sobre todo actualmente donde la 
intencionalidad de crímenes como la desaparición forzada se desdibuja muchas veces en los 
análisis que se hacen frente a las lógicas de la guerra.    
 
Durante el 2012 y 2013 después de llevar cuatro años haciendo parte de Hijos e Hijas tuve 
la posibilidad y la experiencia de trabajar con esta organización en barrios y colegios 
desarrollando talleres donde se buscaba que los niños y jóvenes se acercaran al tema de la 
memoria desde el territorio, el arte, el cuerpo y por supuesto la criminalidad estatal. En 
varios de estos talleres donde hablé sobre memoria, criminalidad estatal y desaparición 
forzada, tuve la posibilidad de entender que en el imaginario de la población colombiana no 
hay una diferenciación entre el secuestro y desaparición forzada. Tampoco hay 
conocimiento sobre qué tipo de actores cometen este crimen ni sus intencionalidades para 
cometerlo. 
 
Según Isabel Albaladejo, consultora para la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH), se entiende por 
desaparición forzada como:  
La privación de la libertad de una o varias personas mediante cualquier forma 
(aprehensión, detención o secuestro), seguida de su ocultamiento, privándola así de 
los recursos y las garantías legales. La desaparición forzada constituye una 
violación de los derechos humanos cuando los hechos son cometidos por el Estado 
a través de sus agentes o a través de personas o grupos de personas que actúen con 
la autorización o apoyo del Estado. La desaparición forzada es un crimen de lesa 
humanidad cuando, entre otras características, los hechos se cometan de manera 
generalizada (multiplicidad de víctimas) o sistemática (como parte de una práctica 





En un artículo sobre la desaparición forzada de personas en América Latina, Molina plantea 
que, si bien la desaparición forzada surgió como producto de una política continental de 
dominación, esta práctica no se reduce únicamente a los regímenes dictatoriales que hubo 
en parte del continente. También reconoce que, en países como México, Colombia y Perú, 
donde han gobernado mandatarios electos de manera democrática, esta práctica también se 
ha ejercido (Molina, A. s.f.). 
 
Sin embargo, en Colombia no ha habido un corte histórico o reconocimiento público de la 
acción criminal del Estado, ni siquiera durante la implementación y desarrollo del Acuerdo 
de Paz entre las FARC-EP y el Estado colombiano. La comunidad internacional y los 
historiadores hablan de una guerra prolongada y una violencia generalizada. Pero, en 
diversos estudios e informes se describen diferentes periodos a lo largo de la historia de 
Colombia que dan cuenta de los modelos de represión del Estado donde ha quedado 
registrada su responsabilidad por omisión, tolerancia o participación directa en hechos y 
crímenes de lesa humanidad como la desaparición forzada.  
 
Para hablar sobre desaparición forzada en Colombia hay que hacer periodización 
empezando desde finales de los 70 y comienzos de los 80, época en la que se implementó el 
desarrollo militar y la operatividad paramilitar. Luego se pasa a la década de los 90, periodo 
en el cual se profundizó la Guerra y el control territorial. Finalmente, del 2000 en adelante 
se impusieron la Seguridad democrática y el establecimiento de una política de represión 
paralela a una política de memoria para la impunidad.  
 
Este capítulo explica en su primera parte cómo surge y se consolida la desaparición forzada 
en un crimen de Estado y como delito de derecho internacional. Posterior a esto, se realizar 
un abordaje de manera resumida sobre la desaparición forzada en la historia de Colombia a 
través de un análisis de este crimen durante los diferentes gobiernos de turno desde el año 
1977 hasta la firma del Acuerdo de Paz con las FARC en el año 2016. El capítulo finaliza 
analizando cómo se han ido configurando las diferentes y múltiples formas en que la 









1.1. Desaparición forzada: un crimen de Estado. 
 
Como Brijalbo y Londoño analizan en los antecedentes de su tesis, la desaparición forzada 
es una práctica a la que han acudido diferentes Estados totalitarios para eliminar a grupos 
de la disidencia política, como ocurrió en la Francia de Luis XVI en el siglo XVIII, durante 
el imperio de Napoleón Bonaparte a inicios del siglo XIX, también en la Unión Soviética 
que presidió Stalin o durante el Tercer Reich en el que gobernó Adolf Hitler.  De la misma 
manera, Brijalbo y Londoño citan el texto sobre Crímenes de Lesa Humanidad de Gómez 
López (1998), donde se evidencia que esta práctica también fue generalizada en otros 
territorios como Afganistán y China. Finalmente, la práctica de la desaparición forzada se 
dio en mayores proporciones durante las dictaduras en América Latina. (Brijaldo, M; 
Londoño, C. 2004). 
 
En América Latina la práctica de la desaparición forzada surgió hacia la década de 
los sesenta y se extendió a mediados de los setentas durante las dictaduras del cono 
sur, que la utilizaron de manera sistemática para eliminar a la oposición política. 
Cuando los militares latinoamericanos empezaron a utilizar la práctica de la 
desaparición forzada de personas como un método represivo, creyeron que habían 
descubierto el crimen perfecto: dentro de su inhumana lógica, no hay víctimas, por 
ende, no hay victimarios ni delito. (Molina, A. s.f.) 
 
Desde el primer momento, las desapariciones forzadas mostraron los signos de lo que a 
través de los años llegó a constituir el método principal de control político y social: 
impunidad y absoluta transgresión de las leyes más elementales de convivencia humana. A 
lo largo de dos décadas, el método se extendió a El Salvador, Chile, Uruguay, Argentina, 





Amnistía Internacional, FEDEFAM3 y otros organismos de derechos humanos sostienen 
que, en poco más de veinte años (1966-1986), noventa mil personas fueron víctimas de esta 
aberrante práctica en diferentes países de América Latina. Luego del golpe militar en contra 
de Salvador Allende en Chile, el número de denuncias sobre desapariciones forzadas 
aumentó exponencialmente, lo cual motivó que organismos internacionales como la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y el Comité de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas, impulsaran la admisión y reconocimiento de este crimen a nivel 
internacional.  
 
1.2. Desaparición Forzada como delito de derecho internacional 
 
En diciembre de 1978 la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó la resolución 
33/173 que por primera vez hizo mención al tema de los desaparecidos. Sin embargo, no 
fue hasta diciembre de 2010, más de treinta años después, que entró en vigor la Convención 
Internacional para la Protección de todas las Personas contra la Desaparición Forzada, 
como un instrumento vinculante para todos los Estados partes del tratado, que contiene 
importantes instrumentos para la protección de los derechos de las víctimas, entre ellos, el 
establecimiento de un Comité para vigilar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de 
la Convención. A nivel latinoamericano, se logró contar con un instrumento de protección 
mucho antes, en 1994, cuando entró en vigor la Convención Interamericana sobre 
Desaparición forzada, que se instituyó internacionalmente como el primer instrumento de 
lucha contra este crimen atroz. Aunque Colombia firmó el tratado el 5 de agosto de 1994, 
sólo depositó el instrumento de ratificación el 12 de abril de 2005, más de diez años 
después. 
 
                                                 
3  La Federación Latinoamericana de Asociaciones de Familiares de Detenidos-Desaparecidos (FEDEFAM) 
es una organización no gubernamental integrada por las Asociaciones de Familiares de países de América 
Latina y el Caribe en los que se practicó o practica la desaparición forzada de personas. FEDEFAM es una 





La desaparición forzada es un crimen atroz y una violación compleja de derechos humanos 
que involucra los derechos a la vida, a la libertad, a la seguridad y la integridad personales, 
a un trato humano, al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la identidad y a la vida 
familiar, entre otros. Consiste en la privación de la libertad de una persona, seguida de la 
negativa a reconocer o dar información sobre el paradero de la víctima, con el fin de 
sustraerla de la protección de la ley. Es un crimen que se perpetúa en el tiempo al no tener 
información sobre el paradero ni el estado de la persona, a diferencia del secuestro pues 
nunca se establece comunicación para una negociación.  
 
Tanto en la Declaración sobre la protección de todas la personas contra las desapariciones 
forzadas de la Asamblea General de las Naciones Unidas de 1992, como en la Convención 
Interamericana de 1994, en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional 
Naciones Unidas de 1998 y en la Convención Internacional de 2010, la desaparición 
forzada es entendida como la privación de la libertad de una o más personas, cualquiera que 
fuere su forma, cometida por agentes del Estado directamente, o por organizaciones 
políticas, grupos de personas o individuos que actúan con la autorización, el apoyo o la 
aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha privación o su paradero, 
con el fin de sustraerla de la protección de la ley. Cabe anotar que el Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional estableció que la desaparición forzada cometida de manera 
generalizada o sistemática constituye también un crimen de lesa humanidad.  
 
Mientras que a nivel internacional la desaparición forzada se define exclusivamente como 
un crimen de Estado que, por lo tanto, sólo puede ser cometido por agentes estatales o por 
particulares que actúan con su omisión, tolerancia y aquiescencia, en Colombia, la ley 589 






El particular que perteneciendo a un grupo armado al margen de la ley4 someta a 
otra persona a privación de su libertad cualquiera que sea la forma, seguida de su 
ocultamiento y de la negativa a reconocer dicha privación o de dar información 
sobre su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley (…) A la misma pena 
quedará sometido, el servidor público o el particular que actúe bajo la 
determinación o la aquiescencia de aquel y realice la conducta descrita en el inciso 
anterior (Ley 589 de 2000). 
 
En la legislación colombiana la desaparición forzada quedó definida como un delito que 
puede ser cometido por particulares en primera medida y si incluye a algún servidor público 
este también quedará sometido a la pena. Al comparar los documentos legislativos 
nacionales e internacionales resulta en evidencia la estrategia de desconocer la existencia de 
los crímenes de Estado. 
 
1.3. La Desaparición Forzada en la Historia de Colombia.  
 
En el documento Desapariciones forzadas en Colombia. En búsqueda de la justicia 
realizado por la Coordinación Colombia Europa Estados Unidos se relata el primer caso de 
desaparición forzada formalmente denunciado en Colombia, el cual ocurrió en 1977 
durante el gobierno del presidente Alfonso López Michelsen (1974-1978).  Eran comienzos 
de septiembre y se cumplía un paro cívico nacional en protesta contra las medidas 
antipopulares del gobierno de López Michelsen. Omaira Montoya Henao, bacterióloga de 
la Universidad de Antioquia y militante del M19, estaba en el aeropuerto internacional 
Ernesto Cortizzos de Barranquilla, cuando fue abordada y detenida junto con su compañero 
Mauricio Trujillo, por miembros del entonces F2 (Inteligencia de la Policía). Tras ser 
torturado, Mauricio fue judicializado y condenado a siete años de cárcel. Por el contrario, 
de Omaira y el hijo que esperaba nunca se volvió a saber nada (Coordinación Colombia-
Europa-Estados Unidos. 2007). 
                                                 
4 Inicialmente la ley incluía esta aclaración de los particulares relacionados con un grupo armado al margen de 
la ley, sin embargo, actualmente este apartado aparece tachado como lo demuestra la cita. El código Penal fue 





Este caso inauguró una práctica macabra de nunca acabar en la historia de Colombia. Desde 
entonces, esta práctica se hizo sistemática e intensiva por parte del Estado como mecanismo 
para combatir la oposición política tanto de la insurgencia como de las organizaciones 
populares y de lucha social. A finales de los 70 y a lo largo de los 80, las desapariciones 
forzadas fueron realizadas por las fuerzas armadas colombianas, predominaron las 
desapariciones individuales sistemáticas, en el ámbito urbano y con altos niveles de 
ocultamiento, muchos de los desaparecidos de estas décadas fueron enterrados como NN en 
cementerios municipales o enterramientos clandestinos.  
 
Los textos que hablan sobre desaparición forzada en Colombia son realizados por 
instituciones, organizaciones y grupos de estudio que han coincidido en periodizar y 
caracterizar por décadas y momentos para entender el desarrollo de esta práctica criminal. 
Sin embargo, es importante resaltar que los estudios e informes realizados por las 
organizaciones sociales y de derechos humanos, analizan a profundidad los modelos y las 
estrategias de control social y represión estatal que han favorecido la implementación de la 
desaparición forzada como estrategia de terror para actuar en contra de la oposición. 
 
Un ejemplo claro de lo anterior es el análisis que se puede hacer comparando los siguientes 
dos textos: uno es el libro de Asfaddes Veinte años de historia y lucha (2003) y el otro es el 
informe del Centro Nacional de Memoria Histórica Hasta Encontrarlos: El drama de la 
Desaparición Forzada en Colombia (2016). El primero abarca de manera más exhaustiva el 
contexto y las políticas que favorecieron la desaparición forzada en el país, mientras que el 
segundo hace más énfasis en las estadísticas que muestran la magnitud de este crimen en 
Colombia. A continuación, se retoman y analizan los puntos más relevantes frente a la 
periodización y caracterización de décadas y momentos que hacen estos dos textos. 
 
El informe presentado por el Centro de Memoria Histórica propone una periodización de la 
práctica de la desaparición forzada, la cual inicia con un intervalo entre 1970 y 1981 
denominado como “La irrupción de la desaparición forzada”. Sobre este periodo el CNMH 





Este periodo de la desaparición forzada marca el tránsito de la marginalidad de la 
práctica a su regularidad. Se registran en el periodo 485 víctimas dentro de una 
tendencia que se torna marginal entre 1970 y 1977, pero que se vuelve regular en 
1978 y 1981. De 114 casos en el primer lapso se pasa a 371 en el segundo, con el 
agravante de que este último tiene la mitad del tiempo del primero.  
Esta tendencia de la desaparición forzada se inscribe en una trama de violencia del 
periodo en la que irrumpen los secuestros y crecen los asesinatos selectivos, pero las 
masacres siguen siendo marginales. Sin embargo, la violencia que define la trama 
del periodo en cuanto a sus dimensiones son las detenciones y las torturas, dada su 
masividad.  (p.92-93) 
 
Terminando el gobierno de Julio César Turbay Ayala (1978-1982) y empezando el 
gobierno de Belisario Antonio Betancur Cuartas (1982–1986), ocurre uno de los casos 
emblemáticos de estas desapariciones individuales sistemáticas hacia los años 80, fue la 
desaparición en 1982 de catorce personas, doce estudiantes de la Universidad Nacional, un 
obrero independiente y un dirigente campesino, denominado como el Caso Colectivo 82. 
Estas desapariciones fueron ordenadas por el narcotraficante José Jáder Álvarez luego del 
secuestro y el asesinato de sus tres hijos. El narcotraficante contrató a unidades del 
entonces F2 (Inteligencia de la Policía) y el Ejército para que le entregaran a estas 14 
personas y así poder torturarlos y desaparecerlos. 
 
Cabe anotar que en esta década también se dio uno de los casos de desaparición colectiva 
más representativos hasta el día de hoy, como es el caso de la desaparición de once 
personas durante la retoma del Palacio de Justicia en noviembre de 1985. En la sentencia de 
la CIDH se describe el modus operandi con el que los militares actuaron y cometieron las 
desapariciones bajo el supuesto de que eran integrantes del M-19. La investigación afirma 
que los controles de seguridad que se habían intensificado debido a una alerta de alteración 





Como se puede observar durante esta década la desaparición forzada resultó ser una 
práctica cada vez más frecuente por esta razón el informe del CNMH (2016) denomina a 
este periodo como “La generalización de la desaparición forzada” el cual comprenden entre 
1982 y 1990.  
 
Por su parte ASFADDES, para la década de los 80 caracteriza la desaparición forzada de la 
siguiente manera:  
 
Durante el gobierno de Belisario Betancur (1982-1986) se institucionalizaron las 
desapariciones forzadas y las ejecuciones extrajudiciales en Colombia. Se 
recrudeció el aniquilamiento de la oposición política y social de forma masiva y 
sistemática, produciéndose un doble proceso en que mientras disminuía la represión 
de los grupos alzados en armas por la vía judicial y con ello el número de presos 
políticos, por otro lado, comenzaron los fenómenos de las desapariciones forzadas y 
los asesinatos por motivaciones políticas. Desde entonces se implementaron 
prácticas de detención de rasgos clandestinos, donde personas detenidas luego no 
aparecían presas, ni eran llevadas a las cárceles públicas o antes los jueces, y sus 
nombres no aparecían en ningún registro oficial. Algunas veces los cuerpos 
aparecían con señales de tortura y eran enterrados subrepticiamente, como N.N (No 
Name/No nombre) (ASFADDES, 2003, p.28). 
 
Para demostrar cómo durante el gobierno de Virgilio Barco (1986-1990) continuaron y se 
incrementaron las desapariciones forzadas y las ejecuciones sumarias, ASFADDES acude 
al informe de Amnistía Internacional de 1988 en el que denuncia la gravedad de la 
situación:  
 
Pronunciando aumento de las ejecuciones extrajudiciales y de las desapariciones. 
Las víctimas fueron decenas de estudiantes, profesores, sindicalistas y simpatizantes 
de partidos de oposición y de organizaciones cívicas, así como supuestos 




se cree que el total llegó a más de mil. El gobierno atribuyó la mayoría de 
homicidios a “escuadrones de la muerte” (ASFADDES, 2003, p.49). 
 
Para la década de los 90, el informe del CNMH establece un periodo denominado como la 
contención de la desaparición forzada, el cual está entre 1991 y 1995, puesto que reconoce 
los avances en términos legislativos que hubo para esa época, los cuales propiciaron la 
disminución de la desaparición forzada en comparación a la década anterior. Sin embargo, 
el informe de ASFADDES ofrece una lectura crítica con más información frente a lo 
ocurrido durante el periodo del gobierno de César Gaviria comprendido entre 1990 y 1994, 
como se puede leer a continuación:  
 
Mientras por un lado la constitución de 1991 significó un avance en el tema de 
derechos humanos y participación política, por otro lado, en la política de orden 
público se acentuó la línea autoritaria que afectó seriamente la ya precaria situación 
de derechos humanos. Dentro de esta línea se promovió en la asamblea 
constituyente de 1991 la incorporación permanente de toda la legislación de estado 
de sitio, consagrada durante una década en más de cien decretos. (ASFADDES, 
2003, p. 67) 
 
Paralelo al incremento de crímenes de desaparición forzada, esta práctica ya no era aplicada 
únicamente hacia integrantes del movimiento social o político. Con el avance paramilitar a 
lo largo y ancho del territorio colombiano, durante la década de los noventa, las fosas 
comunes proliferaron en ciertas regiones. Pérez-Sales y Navarro lo comentan así:  
  
A partir del inicio de los años 90, comienzan a darse con más frecuencia casos de 
desapariciones colectivas, particularmente por grupos paramilitares con el 
consentimiento del Estado. Sin embargo, desde los 90 hasta comienzos del 2000, 
una nueva tendencia de desaparición que surge es la desaparición individual y 
sistemática de personas de una misma región, que posteriormente son enterrados en 




muchos de estos cementerios clandestinos en zonas paramilitares (Pérez-Sales, P. 
Navarro, S. 2007. p. 47).  
 
Según ASFFADES, durante 1990 los informes de desapariciones aumentaron, siendo las 
víctimas, en su mayor parte, la población civil de las zonas de conflicto. Para argumentar, 
la asociación acude al caso de pueblo Bello, donde desaparecieron 43 campesinos el 14 de 
enero de 1990 y cita el siguiente testimonio del hijo de una de las víctimas:  
 
Se dijo entonces que ésta, la desaparición masiva más numerosa de la historia 
colombiana, era una retaliación contra la población civil, por haber “permitido” 
varios días atrás el paso de decenas de cabezas de ganado por el pueblo, por parte de 
la guerrilla. Este crimen, por su dimensión, fue condenado por organizaciones 
nacionales e internacionales como una gravísima violación de los derechos humanos 
y el derecho internacional humanitario. (ASFADDES 2003, p. 67) 
 
El CNMH (2016) denomina el periodo comprendido entre 1996 y 2005 como “La 
explosión de la desaparición forzada” debido a que en este periodo se registra un aumento 
en el número de víctimas de desaparición que equivale a la mitad de los casos denunciados 
y documentados entre 1970 y 2015. Sin embargo, es necesario aclarar que este periodo 
tiene dos momentos diferenciados, uno creciente entre 1996 y 2002 y otro decreciente entre 
2003 y 2005, el nivel de casos de desaparición de 1996 se vuelve a presentar hasta diez 
años después en el 2006. 
  
El momento creciente entre 1996 y 2002 abarca la mitad del periodo del gobierno de 
Ernesto Samper Pizano (1994-1998) y los cuatro años de gobierno de Andrés Pastrana 
(1998-2002). Según ASFADDES es en estos gobiernos en los que se consolida y constituye 
a nivel nacional el proyecto paramilitar de las AUC (Autodefensas Unidas de Colombia). 
Las AUC hacen presencia a través de bloques que se movieron y establecieron en 
departamentos hacia el norte y sur del país, provocando desplazamientos masivos de 
familias campesinas que habitaban y trabajaban en esos territorios. Así mismo afirman que 




Estado pues lleva implícita la autorización a particulares para ejercer la violencia, y anula 
la penalización de esa violencia” (ASFADDES, 2003 p.82-83). 
 
Avanzada la mitad de la década de los 90 se dieron adelantos importantes para el 
esclarecimiento e investigación de algunos casos de desaparición forzada considerados 
relevantes, entre otras razones, por ser casos colectivos y perpetrados por grupos 
paramilitares. Como lo evidencia ASFADDES (2003), estos adelantos fueron gracias a 
fallos y pronunciamientos de la CIDH y la OEA, pues al existir vacíos legislativos que 
permitieran la investigación y el juzgamiento de estos crímenes a nivel nacional, los 
defensores de derechos humanos se vieron obligados acudir a instancias internacionales.  
 
Solo hasta finales de la década de los 90 iniciando el periodo presidencial de Andrés 
Pastrana Arango (1998-2002) el Congreso aprobó preliminarmente un proyecto de ley 
que tipificaba los delitos de desaparición forzada, genocidio y masacres. Sin embargo, fue 
solo dos años después y tras varios intentos fallidos que entró en vigor la Ley 589 por 
medio de la cual se tipifica el genocidio, la desaparición forzada, el desplazamiento forzado 
y la tortura. 
 
A partir del segundo periodo de Álvaro Uribe Vélez (2002-2006-2010) y hasta el año 
2015, el CNMH (2016) afirma que la desaparición forzada prevaleció sobre todas las demás 
prácticas de violencia, con la particularidad que se intensificaron los casos de 
desapariciones individuales mientras que las desapariciones colectivas disminuyeron 
drásticamente. Por su parte, ASFADDES afirma que, aunque en este periodo en el ámbito 
legal la desaparición forzada en Colombia fue tipificada, en los rangos más elevados como 
crimen penal nacional y como crimen de lesa humanidad a nivel interamericano, 
considerables avances legislativos, se debe resaltar que el mayor número de casos de 
desapariciones forzadas ha ocurrido durante los gobiernos de Andrés Pastrana y Álvaro 
Uribe Vélez. 
 
“Durante el primer período del presidente Álvaro Uribe, 11.292 personas fueron 




desmovilización, las autodefensas fueron responsables de la muerte y desaparición de 976 
personas cada año.”5 
 
Finalmente, bajo el gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2014-2018) se buscaron 
salidas negociadas para la paz, y aunque el acuerdo de paz firmado con las FARC 
disminuyó las víctimas del conflicto armado interno, las desapariciones forzadas 
individuales contra líderes sociales y comunitarios se siguieron presentado sobre todo en el 
ámbito rural.  
 
La desaparición forzada es un mal endémico de toda Latinoamérica, pero Colombia es el 
peor de los casos por la magnitud de las víctimas y por el tiempo tan prolongado. La falta 
de datos precisos sobre el número de personas desaparecidas forzadamente en Colombia, 
continúa siendo un problema. Según el Observatorio de Memoria y Conflicto, del Centro 
Nacional de Memoria Histórica (CNMH) en Colombia hay un registro de 82.998 víctimas 
entre 1958 y 2017, el cual superó las cifras de desaparición forzada de las dictaduras 
militares de Augusto Pinochet en Chile (40.000) y Jorge Videla en Argentina (30.000). De 
la cifra oficial en Colombia, solo de 42.471 casos se tiene conocimiento oficial sobre el 
perpetuador, y es importante mencionar que el 62% de estos crímenes en el país fueron 
perpetrados por los paramilitares, 24% por las guerrillas, 6,5% por grupos 
posdesmovilización, 6% por agentes del Estado y 1% por coaliciones entre agentes del 
Estado y paramilitares6. 
 
4. Un marco normativo en contravía de los derechos de las víctimas.  
 
A partir de la tipificación del crimen de desaparición forzada en la ley 589 de 2000, 
organizaciones de derechos humanos y familiares de víctimas de desaparición forzada 
trabajaron sin pausa para que se creara un ente de búsqueda de las personas desaparecidas. 
Con el decreto 929 de 2007 se reglamentó la Comisión de Búsqueda de Personas 
                                                 
5Consultado en marzo de 2020 en:  https://www.semana.com/on-line/articulo/el-75-ciento-asesinatos-
desapariciones-colombia-responsabilidad-agentes-del-estado-comision-colombiana/83237 





Desaparecidas (CBPD), lo cual en un primer momento fue considerado un gran logro de las 
víctimas, sin embargo, con el pasar de los años el balance ha sido totalmente negativo. Esta 
comisión ha sido altamente cuestionada por su falta de transparencia y diligencia, pues ha 
demostrado no tener suficiente capacidad de atención para la cantidad de víctimas que 
existen, provocando que no se avance en los procesos de búsqueda, ni que rindan cuentas ni 
ofrezcan información clara para las víctimas, entorpeciendo de esta manera el derecho a la 
verdad.  
 
La existencia de un orden normativo no quiere decir que se estén garantizando los derechos 
de las víctimas y sus familiares. Por el contrario, la existencia de algunas normas o leyes ha 
aportado a contravenir algunos de los derechos fundamentales de las víctimas como sucedió 
con la Ley 975/05 de justicia y paz. En el documento redactado por la Coordinación 
Colombia Europa Estados Unidos (CCEE) se hace referencia a algunas de las resoluciones 
de esta ley con las que ejemplifican cómo las víctimas en algunos casos fueron 
revictimizadas.   
 
Por su parte, las resoluciones 3398 de 2006 y 0387 de 2007 de la Fiscalía General 
de la Nación, y el decreto 315 de 2007, restringen la participación de las víctimas 
dentro del trámite previsto por la ley 975/05. De acuerdo con esas reglamentaciones, 
sólo pueden participar las víctimas que sean calificadas como tal por el 
desmovilizado postulado, dentro de su versión libre. En el caso de las familias de 
víctimas de desaparición forzada, esto representa un serio obstáculo pues, a menudo 
los paramilitares no reconocen haber cometido desapariciones forzadas y por lo 
tanto, no identifican ni a las víctimas ni a los potenciales familiares que tendrían 
derecho a participar en el trámite previsto.[…] La consecuencia para los familiares 
es la revictimización pues, aún en los pocos casos en que han logrado participar en 
las versiones libres de paramilitares para preguntar por la suerte de sus seres 
queridos, recibieron respuestas evasivas o imprecisas por parte de los postulados. 





Durante los procesos de Justicia y Paz, el derecho al reconocimiento de las víctimas queda 
en manos de la voluntad de los victimarios, lo cual ha provocado profundas dificultades 
para acceder al derecho a la verdad como se menciona en el párrafo anterior. Unos años 
después se estableció el Decreto 1290 de 2008 con el cual se creó el Programa de 
Reparación Individual. Este decreto limitó aún más a las víctimas de crímenes de Estado 
para acceder al derecho a la reparación individual y administrativa, como lo afirma la 
CCEE a continuación: “el decreto excluye expresamente a las víctimas de acciones ilegales 
de la Fuerza Pública, de tal forma que los familiares de personas desaparecidas por agentes 
estatales quedarían excluidos de la cobertura del programa de reparación individual”. 
(Coordinación Colombia-Europa-Estados Unidos, 2012, p.41) 
 
Aunque Colombia ratificó la Convención contra la desaparición forzada en el 2005, fue 
solo hasta agosto del año 2010, que se estableció la Ley 1408, por medio de la cual se rinde 
homenaje a las víctimas del delito de desaparición forzada y se dictan medidas para su 
localización e identificación. Esta ley puede ser considerada como un avance muy 
significativo pues establece una serie de instrumentos y medidas legislativas con mayor 
claridad que lo estipulado en la creación de la Comisión, en cuanto a los procesos de 
actualización del Registro Nacional de Desaparecidos, de identificación de los cuerpos 
exhumados y de asistencia a los familiares en los casos de entrega de los cuerpos y restos 
exhumados. Sin embargo, como lo relata la CCEE (2012) en su informe, en el artículo 2 de 
esta ley se excluye a los familiares de crianza y a las parejas del mismo sexo de ser 
reconocidas como víctimas directas, pues solo serán consideradas si demuestran el daño 
sufrido, a pesar de que, en la jurisprudencia internacional sobre la materia, solo se exige 
demostrar el vínculo con la persona desaparecida para asegurar su debido reconocimiento.  
 
Por otro lado, la Ley 1448 del 10 de junio de 2011, conocida como ley de víctimas, 
representa un avance, frente a la protección de los derechos de las personas desaparecidas y 
sus familiares. Sin embargo, hay algunas observaciones importantes que se hicieron a esta 
ley con respecto algunos de sus artículos. La 1448 también excluyó de la definición de 
víctima a los miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley, de la 




que hayan sido víctimas de desaparición forzada, no serían considerados como tales y sus 
familias estarían privadas de los derechos a la reparación y la verdad” (Coordinación 
Colombia-Europa-Estados Unidos, 2012, p.42).  
 
Por su parte, la ley 1453 de 2011, conocida como la Ley de Seguridad Ciudadana, 
incorpora algunas modificaciones que debilitan el control que puede haber sobre servidores 
de la Fuerza Pública, en la medida que levantó la prohibición de realizar allanamientos 
nocturnos, así como amplió el periodo en el que la Fiscalía está facultada para la 
interceptación de comunicaciones. Según la Coordinación Colombia Europa Estados 
Unidos (CCEEU) (2012), se trata de “medidas que en el pasado han facilitado la ocurrencia 
de desapariciones forzadas, al crear condiciones propicias para que los perpetradores actúen 
sin dejar huellas” (p. 43). Según lo anterior, la ley de seguridad ciudadana realiza una serie 
de modificaciones al marco constitucional, las cuales propician la violación al derecho de 
Garantías de No Repetición y constituye así un retroceso en la lucha contra la desaparición 
forzada. 
 
Desde el año 2012 y durante los dos periodos del gobierno de Juan Manuel Santos 
existieron varias iniciativas legislativas que pretendían reformar algunos artículos de la 
Constitución relacionados con la justicia penal militar. La propuesta de reforma es creada 
“con el fin de responder de manera integral al problema de la ausencia de garantías y reglas 
claras para los miembros de la Fuerza Pública”. Si bien en el Proyecto de acto legislativo 
192 de 2012 de la Cámara de Representantes se planteó explícitamente que no sería de 
conocimiento de la Justicia Penal Militar los casos que comprometieran a miembros de la 
Fuerza Pública con crímenes de lesa humanidad como lo es la desaparición forzada7, la 
misma reforma planteaba la presunción que los delitos cometidos durante servicio activo, 
operaciones militares o procedimientos, eran relacionados con el servicio por ende eran 
excluidos de la justicia ordinaria, dejando en manos de la justicia castrense casos de 
violaciones de derechos humanos por miembros de la Fuerza Pública. Además de esto se 
                                                 
7 Entre otros delitos como: genocidio, tortura, ejecución extrajudicial, desplazamiento forzado, violación y 





pretendía incluir la creación de un tribunal de garantías penales mixto conformado por 
magistrados de alto perfil, la mitad de ellos militares en retiro, el cual se encargaría de 
conocer en primer término las denuncias que se presenten contra miembros de la fuerza 
pública y establecer garantías en cualquier investigación o proceso penal. Para los 
familiares de víctimas de crímenes de Estado y organizaciones sociales y defensoras de los 
derechos humanos, la reforma era “violatoria de principios básicos de la administración de 
justicia como la autonomía e imparcialidad”, por lo cual instauraron una demanda de 
constitucionalidad ante la Corte Constitucional en 2015. Para las víctimas esta reforma 
robustecía la estrategia de impunidad institucional ante los crímenes de Estado dificultando 
el acceso a sus derechos de Verdad y Justicia. La mesa de trabajo sobre desaparición 
forzada de la Coordinación Colombia-Europa-Estados Unidos expresa claramente las 
implicaciones para las víctimas: 
 
En un contexto en el cual la gran mayoría de las desapariciones forzadas ocurridas 
en Colombia permanecen en la impunidad, estas iniciativas envían el mensaje de 
que no hay voluntad por parte del Gobierno de avanzar seriamente en el 
esclarecimiento de los hechos, investigar y sancionar a los más altos responsables de 
los crímenes. Teniendo en cuenta que los principales responsables de las 
desapariciones forzadas son precisamente Agentes Estatales y paramilitares que 
actúan con su apoyo, omisión, tolerancia y aquiescencia, las propuestas legislativas 
en curso, afectan particularmente los derechos de las víctimas de ese crimen y a sus 
familias, quienes pueden ver truncadas sus expectativas de acceder a la verdad, la 
justicia y la reparación integral. (Coordinación Colombia-Europa-Estados Unidos, 
2012, p.45) 
 
En el mismo año 2012, siendo integrante de Hijos e hijas por la memoria y contra la 
impunidad, participé con un artículo en nuestra segunda publicación de la colección 
Píldoras para la memoria, el cual titulé Procesos de investigación vigentes y mecanismos de 
impunidad del Estado Colombiano (Rivera, 2012). En este artículo realicé un análisis sobre 
los mecanismos y procedimientos de las instancias encargadas de la búsqueda y de la 




comparativa entre dos casos de desaparición forzada: el del padre de Diana Gómez, Jaime 
Gómez, y el de mi padre, Guillermo Rivera Fúquene. En este artículo menciono como en 
los casos de desaparición forzada ha sido muy clara la acción deliberada del Estado en la 
inoperancia del mecanismo de búsqueda a personas desaparecidas, la intimidación de los 
organismos de seguridad hacia los familiares de las víctimas, las irregularidades en el 
levantamiento del cadáver y la negación de las vulneraciones relatadas y otras directamente 
relacionadas con la desaparición y el posterior asesinato. Todas las estrategias descritas 
buscan negar el derecho a conocer la verdad de los hechos y de que se les haga justicia 
(Rivera, 2012. 177). 
 
Paralelo a estos debates en Cámara y Senado, a partir de 31 de julio de 2012 se instauró el 
Marco Jurídico para la Paz mediante el acto legislativo No. 01. A la Constitución Política le 
fue incluido un artículo transitorio mediante el cual se establecieron instrumentos jurídicos 
de justicia transicional con el fin de “facilitar la terminación del conflicto armado interno y 
el logro de la paz estable y duradera, con garantías de no repetición y de seguridad para 
todos los colombianos”. Para abril de 2017 finalmente se decretó la creación del Sistema 
Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR) compuesto por tres 
mecanismos principales: la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia 
y la No Repetición; la Unidad para la Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas en el 
contexto y debido al conflicto armado; la Justicia Especial para la Paz.  
 
La JEP ha sido el mecanismo más señalado y criticado por militares, senadores y diferentes 
sectores de la opinión pública pues consideran que los miembros de la Fuerza Pública no 
deben ser juzgados de la misma manera que integrantes de grupos armados ilegales. Bajo 
este precepto se han convocado diferentes debates en el Congreso con el objetivo de brindar 
mayores garantías jurídicas para los agentes estatales que de manera voluntaria decidieran 
acogerse a la JEP. Durante el 2018 se adelantaron varios debates convocados con el 
objetivo de realizar modificaciones a la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) en cuanto al 
juzgamiento de los militares señalados por delitos atroces, creando una sala especial con 14 
nuevos magistrados especializados para el juzgamiento de los miembros de la Fuerza 




planeado con la reforma a la justicia penal militar, decretar que los militares sean juzgados 
por ellos mismos, una iniciativa que resulta inconstitucional y que a todas luces va en 
contravía de los acuerdos de Paz y los derechos de las víctimas de crímenes de Estado. La 
estrategia de desprestigio de la JEP continuó durante el 2019 cuando en febrero, el 
Congreso envió a Presidencia el proyecto de ley y el presidente Duque presentó una serie 
de objeciones a la ley estatutaria. Finalmente la Corte Constitucional descartó las 
objeciones y adicionalmente ordenó al presidente sancionar la norma, la cual fue firmada el 
6 de junio de 20198.  
  
A la fecha son más de dos mil los militares y policías que decidieron acogerse a la JEP, la 
mayoría de ellos en el marco del caso 003 correspondiente a “muertes ilegítimamente 
presentadas como bajas en combate por agentes del Estado”. Al firmar actas de 
compromiso, militares condenados o con medidas de aseguramiento han recuperado su 
libertad o han sido trasladados a guarniciones militares, entre ellos varios altos mandos y 
relacionados con ejecuciones extrajudiciales como: Rito Alejo del Río, Jairo Humberto 
Uscátegui, Henry Torres Escalante y Mario Montoya9.  
 
Por otro lado, en agosto de 2018, el Movimiento Nacional de Víctimas de Crímenes de 
Estado (MOVICE) junto con otros familiares de desaparecidos, solicitaron a la JEP tomar 
medidas cautelares anticipadas sobre 16 lugares del país en los cuales "se presume existen 
personas inhumadas dadas por desaparecidas en el marco y con ocasión del conflicto 
armado", entre ellos la Comuna 13. Como resultado de esta petición, a mediados de julio de 
2019 se realizó la audiencia sobre los desaparecidos de la Comuna 13 de Medellín y en 
octubre se planea realizar la audiencia para evaluar el caso de Hidroituango. Estas 
audiencias tienen como propósito establecer la existencia de fosas comunes que no han sido 
reportadas y en las que se podrían encontrar los cuerpos de personas desaparecidas10. 
                                                 
8 https://www.scribd.com/document/412610458/Ley-1957-Del-06-de-Junio-de-2019-
1#download&from_embed 
9 Consultado el 15 de agosto de 2019 en: https://www.razonpublica.com/index.php/conflicto-drogas-y-paz-
temas-30/11975-las-cinco-dudas-de-los-militares-respecto-de-la-jep.html 








1.6. La Desaparición forzada en los acuerdos de paz entre las FARC - EP y Gobierno 
Nacional. 
 
El acuerdo de paz con las FARC EP y el Gobierno determinó como elemento central el 
reconocimiento de las víctimas del conflicto armado interno y como estrategia para obtener 
una paz estable y duradera se propuso alcanzar una reparación integral de los hechos. Por 
tal motivo se creó el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, 
como ya se mencionó anteriormente en 2012, con el objetivo de alcanzar y satisfacer los 
derechos fundamentales de las víctimas por medio de los tres mecanismos institucionales 
que lo conforman: Comisión de Esclarecimiento de la Verdad, Justicia Especial para la Paz 
y la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas. Según los acuerdos de paz 
firmados en la Habana “La experiencia internacional demuestra que la efectividad de estas 
medidas es mayor si se aplican de manera articulada y complementaria. Por eso el Sistema 
pretende ser integral, para que las medidas logren un máximo de justicia y de rendición de 
cuentas sobre las violaciones a los derechos humanos e infracciones al DIH ocurridas a lo 
largo del conflicto. La integralidad del Sistema contribuye también al esclarecimiento de la 
verdad del conflicto y la construcción de la memoria histórica” (Acuerdos de paz, 2016: 
115). 
 
El acuerdo también señala que “se creará una Unidad para la Búsqueda de Personas 
dadas por Desaparecidas en el contexto y en razón del conflicto (UBPD) quien dirigirá, 
coordinará y contribuirá a la implementación de las acciones humanitarias (…) 
encaminadas a la búsqueda y localización de personas dadas por desaparecidas que se 
encuentren con vida, y en los casos de fallecimiento, cuando sea posible, la identificación y 
entrega digna de los restos de las personas dadas por desaparecidas en el contexto y en 
razón del conflicto armado.  Esta Unidad tendrá un carácter humanitario y hará parte del 







Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR)”. (Acuerdos 
de paz, 2016: 127). 
 
En abril de 2017 mediante el decreto 589 se creó la UBPD como entidad de naturaleza 
especial y de orden nacional, con un objetivo fundamentalmente humanitario que era 
realizar la implementación de acciones humanitarias de búsqueda e identificación de 
personas dadas por desaparecidas que se encuentren con vida, y en los casos de 
fallecimiento, la localización y entrega digna de restos a las familias.  
 
Dado su carácter humanitario, no es competencia de la UBPD lo relativo a la reparación ni 
constituye un elemento fundamental en su objetivo misional. En ese sentido, la reparación 
entendida como una indemnización por parte del Estado quien es culpable de los hechos, no 
se dará. Sin embargo, la tarea de la unidad es demasiado importante pues consiste en la 
materialización de años de lucha y exigencia por parte de los familiares, organizaciones de 
víctimas y defensoras de derechos humanos para que se busque a las personas que aún hoy 
en día permanecen desaparecidas. El objetivo misional de la unidad plantea hablar 
abiertamente sobre la desaparición forzada y sin duda hace parte de los pasos necesarios 
para asegurar las garantías de no repetición. 
 
Como parte del mecanismo participativo de elección de quienes encabezarán el SIVJRNR, 
más de 130 organizaciones sociales, de víctimas y defensoras de derechos humanos 
decidieron postular a Luz Marina Monzón, abogada especializada en Ciencias forenses y 
Derechos humanos, quien ha trabajado durante más de veinte años junto a organizaciones 
sociales y ha liderado procesos judiciales que están relacionados con la desaparición 
forzada. Tras su nombramiento, en diferentes intervenciones, Monzón ha resaltado la 
importancia del carácter humanitario de la Unidad y afirma que su manera de retribuir el 
voto de confianza de las organizaciones sociales depositó en ella, será a través de garantizar 






Claramente la creación de la UBPD y el compromiso que asume públicamente su directora 
plantea un panorama esperanzador para las familias víctimas, pues se traduce en una 
oportunidad para esclarecer los hechos y para encontrar la verdad. Sin embargo, hasta la 
fecha, el desarrollo de la unidad se ha caracterizado por un avance lento y con obstáculos, 
debido principalmente a la falta de voluntad del gobierno entrante de Duque, el cual no solo 
se ha retrasado en la firma de los decretos, sino que ha reducido a niveles irrisorios el 
presupuesto destinado para el funcionamiento de la unidad, al igual que lo ha hecho en 
general con todos los fondos destinados para el proceso de implementación de los acuerdos. 
A pesar de todo esto, la Corte Constitucional ratificó que la unidad mantendrá todas sus 
facultades, su independencia y su carácter extrajudicial.  
 
Durante el primer semestre del 2019, la UBPD empezó su despliegue territorial con diez 
equipos, los cuales aspiran aumentar, ubicados en las siguientes ciudades: Barranquilla, 
Sincelejo, Apartadó, Cúcuta, Barrancabermeja, Rionegro, Cali, Villavicencio, San José del 
Guaviare y Puerto Asís. En agosto, en el marco de la conmemoración del día internacional 
de las víctimas de desapariciones forzadas, organizaciones sociales, de víctimas, de 
derechos humanos, así como entidades estatales como la UBPD y la CEV realizaron 
actividades artísticas, conversatorios y actos públicos en más de veinte ciudades del país, 
como el que se realizó en la ciudad de Pasto los pasados 26, 27 y 28 de agosto. 
Compartimos espacios preparativos de este encuentro con tres de las mujeres entrevistadas 
para esta investigación y con las cuatro participamos del II Encuentro por la Verdad. Un 
reconocimiento a las mujeres y familiares que buscan personas desaparecidas, un acto que 
se caracterizó por reconocer la diversidad de víctimas que existen en el marco del conflicto 





CAPÍTULO 2.  “Del dolo al duelo” 
 
Desapareció fugazmente, en silencio. Nadie vio 
nada, todo ocurrió con suma tranquilidad, sin 
contratiempos, la violencia del acto no fue 
percibida. A veces me pregunto si esa facilidad 
del hecho no es producto de la complicidad de 
los que callan, de los que olvidan, de los que 
ven, pero no recuerdan, no gritan, no hablan. 
De los que se quedan inmóviles ante todo esto. 
(Gómez, 2007). 
 
El interés de esta investigación está centrado en los impactos que la desaparición de una 
persona genera sobre sus familiares. Esta mirada hacia las afectaciones que este crimen 
provoca sobre los familiares tiene que ver con mi propia historia de vida. Hace 10 años 
cuando me uní a la organización de Hijos e Hijas por la memoria y contra la impunidad 
tuve la posibilidad de acercarme a otros hijos e hijas de víctimas, pero también a otras 
organizaciones que agrupaban familiares de desaparecidos. Esta posibilidad me ayudó en 
todo mi proceso personal para afrontar la desaparición y posterior investigación del crimen 
cometido contra mi padre, pero también me llevó a ser consciente de las cosas en común 
que tienen tanto las historias de las personas desaparecidas como los procesos de 
transformación y resignificación del dolor de los familiares y las ausencias.  
 
Fueron muchos y diversos los encuentros en reuniones, eventos, acciones, plantones donde 
conocí y compartí con familiares de otras personas desaparecidas, la mayoría mujeres. Fue 
así como conocí y empecé a compartir con Diana Gómez, Luz Marina Bernal, Gloria 
Gómez y Pilar Navarrete. El vínculo familiar con la persona desaparecida que tiene cada 
una de ella es diferente, Diana es hija, Luz Marina madre, Gloria es hermana y Pilar esposa. 
La reconstrucción de sus historias de vida la hice a través de entrevistas semiestructuradas 
realizadas durante el año 2012. Sin embargo, el presente documento incluye una 
actualización de la historia de vida de cada una de ellas ya que mantengo contacto con 
todas hasta la actualidad. Este capítulo está tejido entre testimonios recogidos en las 






A continuación, los perfiles de cada una de ellas y sus familiares: 
 
La primera historia de vida es la de Gloria Gómez, hermana de Leonardo Gómez Cortés, 
un estudiante desaparecido, torturado y asesinado el 14 de noviembre de 1983, en el 
gobierno de Turbay Ayala. Su cuerpo fue encontrado a los 4 días como NN en el 
Anfiteatro. Al momento de ocurrida la desaparición, Gloria era madre soltera de dos hijos y 
trabajaba en mercadeo para una empresa de yogures. Actualmente, Gloria es una de las 
coordinadoras de la Asociación de Familiares de Detenidos Desaparecidos (ASFADDES), 
organización en la que trabaja dedicándose a la lucha contra la desaparición forzada desde 
hace más de tres décadas.  
 
La segunda es la historia de Pilar Navarrete, esposa de Héctor Jaime Beltrán, mesero de 
la cafetería del Palacio de Justicia, quien fue desaparecido en la contratoma por parte del 
ejército el 6 de noviembre de 1985. Los restos calcinados de Héctor Beltrán fueron 
entregados 31 años después de ocurrida su desaparición, en septiembre de 2017. Sus restos 
habían sido entregados a la familia del magistrado auxiliar Julio César Andrade después de 
sucedida la contratoma del Palacio. Antes de la desaparición de Héctor, Pilar era madre de 
cuatro niñas y era responsable del cuidado del hogar. Pilar hace parte del proceso de 
Familiares del Palacio de Justicia y del MOVICE. También trabaja con diferentes 
organizaciones acompañando a otras víctimas y se ha dedicado en los últimos años a la 
actuación, participando de puestas en escenas y obras de teatro. 
 
La tercera historia de vida es la de Diana Gómez, quien es hija de Jaime Gómez, líder 
político y social desaparecido, torturado y asesinado el 21 de marzo del 2006. Su cuerpo 
fue encontrado un mes y dos días después de ocurrida la desaparición en el Parque 
Nacional con señales de haber sido trasladado. En el momento de la desaparición, Diana era 
estudiante de la maestría en Historia de la Universidad Nacional y trabajaba en la Alcaldía 
de Bogotá. Actualmente Diana es integrante del movimiento de Hijos e hijas por la 
memoria y contra la impunidad y del MOVICE, además de tener un Phd en Antropología y 





La cuarta y última es la de Luz Marina Bernal, madre de Fair Leonardo Porras Bernal, 
un joven de 26 años que nació con una discapacidad cognitiva, por lo cual tenía la edad 
neurológica de 9 años. Fair fue desaparecido por el Ejército colombiano en el municipio de 
Soacha el 8 de enero del 2008 y fue asesinado a los tres días de su desaparición. Su cuerpo 
fue encontrado en una fosa común ocho meses después de ocurrida su desaparición. Antes 
del asesinato de Fair, Luz Marina trabajaba en su hogar y estudiaba manualidades en el 
SENA. Después de esto, Luz Marina integró el proceso de las Madres de Soacha y se 
convirtió en una líder social de las víctimas, reconocida a nivel nacional e internacional. En 
los últimos años, Luz Marina ha tomado distancia del proceso organizativo de las madres 
de Soacha que hoy se reconocen bajo el nombre de MAFAPO (Madres de los Falsos 
Positivos), participa de diferentes espacios del MOVICE y está en proceso de consolidación 
de la fundación Fair Leonardo Porras Bernal. 
 
Este capítulo busca hacer un análisis comparativo entre las cuatro historias de vida 
identificando puntos de similitud, así como diferencias entre cada caso de desaparición, 
igualmente como en los procesos posteriores que asumieron cada una de las familiares. Al 
analizar las cuatro historias de vida se pueden sustraer tres etapas importantes posteriores a 
la desaparición forzada del ser querido. Cada una de estas etapas tendrá un apartado en este 
capítulo.  
 
La primera consiste en el periodo de la búsqueda de la persona, momento en el cual el 
familiar experimenta un sentimiento de incertidumbre constante ante la falta de 
información sobre el paradero de la víctima. La segunda etapa está asociada con el proceso 
de investigación sobre el crimen como tal, etapa en la que las familiares se confrontan con 
todas las implicaciones que conlleva un crimen de Estado cometido como lo es la 
inoperancia administrativa, el silencio y la impunidad. A lo largo de este segundo 
momento, todas las mujeres entrevistadas se confrontaron con el dolo, la intención implícita 
que traen consigo las desapariciones forzadas. Finalmente, el tercer momento hace 
referencia a ese proceso de resistencia que viven las mujeres familiares de víctimas 
desaparecidas, entendido como el afrontamiento del duelo. En esta investigación propongo 




través de esa pelea o lucha que tienen que dar los familiares de las víctimas para encontrar 
la verdad y la justicia. Aunque estos tres momentos en las cuatro historias de vida 
analizadas suelen ser consecutivos uno tras el otro, también pueden suceder de manera 
paralela y los tiempos de tránsito entre uno y otro pueden variar dependiendo cada caso. 
 
La desaparición forzada es una de las formas de represión hacia la sociedad que tiene 
profundos impactos tanto en las víctimas directas como en sus familias y su entorno social. 
Como el interés de esta investigación está enfocado en las afectaciones y consecuencias que 
viven las familiares, a lo largo de este capítulo fueron analizados estos impactos en tres 
ámbitos diferentes de la vida de cada una de ellas: el personal, el familiar y el social. 
 
 
2.1. La Búsqueda (Momento de incertidumbre) 
 
Las entrevistas realizadas a las mujeres familiares de víctimas de desaparición forzada 
muestran claramente como esta primera etapa en el camino está marcada por la negación, el 
ocultamiento y la incertidumbre. No se sabe a ciencia cierta qué sucedió con los 
desaparecidos, no se saben los motivos por los que fueron apresados. Todas expresan que la 
búsqueda resultó ser un proceso tedioso porque siempre han existido trabas para que no se 
sepa la verdad. Las familias deciden buscar a su ser querido en todo lado donde sea posible, 
estaciones de policía, hospitales, clínicas y hasta en medicina legal. Son momentos 
realmente aturdidores cuando las familias esperan información sobre lo sucedido con su 
familiar desaparecido y no hay respuestas prontas, nadie dice ni sabe nada todo queda en 
silencio por largo tiempo. A pesar de que los tiempos en los que encontraron el cuerpo de 
su familiar desaparecido fueron muy distintos en cada caso, la espera y la incertidumbre 
fueron impactantes para todas.  
 
Diana Gómez comenta cómo fue la desaparición de su padre “a mi papá lo 
desaparecen un 21 de marzo un martes, después de un lunes festivo. Él subía todos 
los días, bueno, varios días a la semana a la montaña a hacer su caminata. Su 




regresado a la casa y comenzamos a hacer una búsqueda muy exhaustiva por él en 
la montaña. En esa búsqueda participaron muchos cuerpos de seguridad y cuerpos 
de búsqueda como bomberos, policía, se utilizaron helicópteros, es decir, la 
búsqueda fue muy exhaustiva y luego, digamos que desde el segundo día 
entablamos la denuncia por desaparición forzada y fue siendo como mucho más 
consciente para nosotros que se trataba de una desaparición forzada” (Historia de 
vida, D.M. Gómez, 2012) 
 
Por su parte, Gloria Gómez comenta cómo sucedió la desaparición de Leonardo, “él 
salió a comprar unas hojas para preparar el examen de física y no regresó. 
Nosotros, claro, empezamos con mi mamá a angustiarnos cuando pasaron las horas 
y no llegó, al otro día tampoco. Mi mamá por la tarde, ya por la noche dijo “Qué 
extraño, si él nunca se ha quedado en la calle”(…) Rubén Darío nos dijo que había 
que buscarlo en todas las estaciones de policía, pero que además había que llamar 
a la gente de los familiares de los desaparecidos, ASFADDES, alertar a toda la 
gente, porque Leonardo era uno de los que perifoneaba en las marchas con Rubén 
Darío, con Antonio y por su puesto pues se empezó, pues se continuó esa búsqueda, 
nosotros lo encontramos en la madrugada del cuarto día con un disparo en la 
cabeza” (Historia de vida, G. Gómez, 2012). 
 
La desaparición se acompaña de incertidumbre, de mentira, de engaños, de torturas, de 
impunidad, hechos que deterioran los procesos en la elaboración y recuperación del duelo. 
La incertidumbre resulta ser una de las principales dificultades a las que se enfrentan los 
familiares de las víctimas de desaparición forzada provocando con ello las primeras 
afectaciones en el ámbito personal. La falta de información, la espera, la búsqueda y 
denuncia sin pausa provocaron en las familiares cuadros depresivos e inestabilidad 
emocional. La dinámica de la búsqueda generó una alteración en sus cotidianidades, así 
como en los proyectos de vida y en la salud física y emocional de las familiares.  
 
La desaparición forzada se convirtió en algo cotidiano donde se presentaban 




algunos casos, también llegaron a sentir culpa en un primer momento. La desaparición 
forzada es un crimen que puede detonar diferentes factores emocionales, referentes a estrés, 
ansiedad y nerviosismo, estados emocionales que las personas somatizan de diferentes 
maneras a través de la inapetencia, pérdida de peso, vómito, gastritis, migrañas, asfixias, 
debilidad, dolor de espalda. 
 
“Me torné en una persona más triste, me costó un tiempo recuperarme, me ha 
costado mucho tiempo recuperar como la persona que era, si como una 
personalidad más alegre” (Historia de vida, P. Navarrete, 2012) 
 
“(…) eso me ha generado pues una parálisis facial, ha activado muchas 
enfermedades en mi vida y la parte psico-social, hay mucha depresión, mucho 
dolor, mucha impotencia, porque uno piensa que la lucha día a día no es suficiente 
para el resultado que uno quisiera ver inmediato” (Historia de vida, L. M. Bernal, 
2012). 
 
“un impacto grandísimo de la desaparición es que ya no estás con esa persona y 
eso duele mucho, duelen los cumpleaños, duelen fechas especiales, para mí por 
ejemplo, cada vez que yo tengo un éxito, tengo la sensación de la alegría del éxito, 
pero también una profunda tristeza, o sea, por ejemplo ahora que pasé los 
exámenes doctorales, estaba feliz, pero estaba triste y la tristeza era porque no 
tenía a mi papá para contarle que había logrado eso” (Historia de vida D. M. 
Gómez, 2012). 
 
La ruta de búsqueda está marcada por diversos obstáculos, entre los cuales priman la 
confusión, la ausencia de información, la modificación de la información, entre otras. Con 
frecuencia, las autoridades no se muestran verdaderamente dispuestas a buscar a la persona 
desaparecida e informar a los familiares. Es por esta razón que, en todas las ocasiones, los 
mismos familiares deciden iniciar por sus propios medios el proceso de búsqueda de la 




no obtuvieron una respuesta positiva, por tal motivo ellos, como núcleo familiar, decidieron 
empezar las labores de búsqueda:  
 
“la Fiscalía de Soacha por tres ocasiones nos negó la oportunidad de ayudarnos 
para esta búsqueda (...) Nosotros nos reunimos como núcleo familiar a hacer una 
ruta donde mis hijos tuvieron que vestirse incluso de indigentes para empezar a 
realizar la búsqueda en sitios que no eran permitidos muchas veces de entrar (…) 
yo con mi otra hija, empezamos a hacer las búsqueda, en clínicas, hospitales, casas 
de albergue y empezar a levantar, los habitantes de calle, tratando de buscar el 
rostro de mi hijo en cada uno de ellos, pero, pues fue pasando el tiempo durante 
estos ocho largos meses de búsqueda fue algo muy difícil, ya que no tuvimos el 
apoyo de ninguna entidad pública” (Historia de vida, L. M. Bernal, 2012). 
 
Una de las afectaciones a nivel familiar que vivieron las mujeres durante la búsqueda, tiene 
que ver con el aspecto económico. Las familias víctimas de la desaparición forzada sufren 
una desestabilidad económica que aumenta con el pasar del tiempo. Las búsquedas 
exhaustivas del familiar desaparecido, por sus propios medios, no solo implica una amplia 
disposición de tiempo, obligando a las mujeres y otros integrantes de las familias abandonar 
sus trabajos, también una serie de gastos que no estaban contemplados, por lo cual deben 
continuar en la búsqueda mientras aseguran de alguna manera el ingreso económico.  
 
“yo tuve que abandonar mi trabajo por un mes y dos días, es decir, yo en un mes y 
dos días no fui a trabajar a la oficina porque todos los días estaba buscando, o sea, 
haciendo acciones para buscar a mi papá. Entonces mi vida laboral se vio afectada, 
se vio afectada en que no pude responder como debía en ese mes y medio, en que 
tuve un corte de trabajo obligado” (Historia de vida, D. M. Gómez, 2012). 
 
“Yo nunca había trabajado en nada, recibí demasiadas humillaciones, a parte que 
cuando uno enfrenta un delito como la desaparición forzada, uno no puede dejar 
tirado todo y decir yo me voy a trabajar y ya no me voy a meter más en esto y 




todos los días metido y yo no podía, yo no quería dejar atrás este asunto de la 
desaparición de la búsqueda de estar preguntando y acosando de saber qué pasó 
con mi marido, entonces yo no podía dedicarme a un trabajo” (Historia de vida, P. 
Navarrete, 2012). 
 
Después de realizar las primeras jornadas de búsqueda sin resultados fructíferos, varias de 
las mujeres optaron por realizar la denuncia formal de la desaparición de su familiar ante 
las autoridades competentes. En varias de las historias se puede extraer que una de las 
primeras afectaciones sociales, es el señalamiento y la estigmatización a las víctimas o sus 
familiares por parte de las autoridades encargadas de las investigaciones, lo anterior como 
una manera de legitimar lo ocurrido y minimizar los esfuerzos destinados a la búsqueda.  
 
“(…) las tomas de preguntas que ellos hacían a nosotros no son para ayudar a una 
persona, sino para ratificar que tienen a una persona detenida, el hecho de que 
pregunten qué filiación política, cuáles son los amigos, qué clase de lectura tenía 
él… A mí no me preguntaron cómo está vestido, de qué color es la piel, cuántas 
muelas le faltan, cuántas fracturas tiene, absolutamente nada, solamente me 
preguntaron qué filiación política, cuáles eran los amigos, a dónde acudía él, que a 
qué reuniones asistía, eso ya empieza uno a entrar en sospecha con respecto a que 
le están ratificando que tienen a alguien detenido y yo todavía muy ingenua les digo 
‘No pues si quieren les traigo la foto para mostrarles como es él’, porque yo pues ni 
idea que él estaba detenido, yo pensaba que él iba a regresar” (Historia de vida, P. 
Navarrete, 2012). 
 
En varias de las historias existieron graves señalamientos hacia las víctimas de crímenes de 
Estado, los cuales se realizaron de manera apresurada y violando el derecho fundamental 
del principio de inocencia. Generalmente estas acusaciones se dirigen a que los 
desaparecidos son pertenecientes, colaboradores o informantes de la guerrilla y que van en 
contra de las políticas del Estado. Es de esta manera que se ultraja la individualidad de los 
desaparecidos y son sus familiares, las mujeres protagonistas de esta investigación, quienes 




estigmatización constituye una de las afectaciones a nivel social más fuertes y desgastantes 
que deben vivir las familias víctimas. Así mismo las personas que buscan la verdad y 
quieren conocer el destino de los desaparecidos, también sufren estigmatizaciones. 
 
“Cuando llegamos el día 26 de septiembre acá con los cadáveres de Elkin, de 
Joaquín de Julián y de Fair Leonardo, vemos que el Presidente Álvaro Uribe Vélez 
se para ante a los medios de comunicación a decir que los muchachos de Soacha no 
se fueron precisamente a coger café sino con propósitos delincuenciales, yo creo 
que esto fue lo que activó a las madres de Soacha o me activó a mi como madre a 
buscar esa verdad y a limpiar el buen nombre de mi hijo y cuestionando por qué 
este presidente que todo lo tiene, no se dedicó exclusivamente a mandar, a 
averiguar quién era cada uno de los muchachos que habían muerto en Ocaña 
Santander, sino simplemente globalizó y los señaló de delincuentes” (Historia de 
vida L.M. Bernal, 2012). 
 
 
Se desconoce el paradero de las víctimas, inicialmente nadie tiene conocimiento de la 
verdadera situación, y aunque en algunas de las historias existieron sospechas de lo que 
podía haber sucedido, todas las mujeres entrevistadas se aferraron a la esperanza de que su 
familiar regresaría a la casa. Según el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) 
“generalmente, los familiares se aferran a la creencia de que la persona desaparecida está 
viva hasta que definitivamente se demuestre lo contrario” (CICR, 2015: 6). Las familias 
todos los días tienen la esperanza de encontrar a sus seres queridos, de verlos llegar a casa, 
de oír su voz, de saber que están bien, para ellos los sentimientos están encontrados y no 
tienen un camino como tal, sino que se revuelven entre sí. Existe un anhelo y un dolor 
constante, resultado de la incertidumbre de no saber qué pasó con sus seres queridos, dónde 
se encuentran, quien se los llevó, por qué se fueron, si viven aún o si están muertos. Las 
preguntas son muchas y las respuestas en cambio son pocas.  
 
Los relatos de las entrevistadas muestran cómo ellas no perdían la fe, mantenían una 




a su ser querido en buenas condiciones. Pilar expresa que “En esos casos de desaparición 
uno, por mucho tiempo, piensa que él va a llegar en cualquier momento a golpear la 
puerta y en eso se convirtió la investigación en una esperanza de nosotros los familiares, 
que él llegará y como que… en las trabas que nos puso la justicia, esa fue la única vez que 
yo recuerdo que me hayan llamado, ya lo otro lo hacíamos nosotros por nuestra parte” 
(Historia de vida, P. Navarrete, 2012).   
 
Por su parte, Gloria Gómez comenta que para llegar al cuerpo de su hermano fue un camino 
bastante largo porque nadie tenía razón de su paradero, así que deciden buscar al joven en 
las estaciones de policía más cercanas, finalmente un comandante les recomienda ir a la 
morgue: 
 
“Entonces, cuando Lucho se devuelve, él se fue, fue a verificar, porque en mi 
familia solamente Leonardo y dos hermanas mías tienen esa particularidad que le 
heredaron a mi madre, el dedito con la uña redonda y por eso Lucho dijo es él.  
Claro fue todo un proceso rescatar el cuerpo, porque no nos lo entregaron ahí 
mismo, tuvimos que llamar a un tío e insistir para que nos ayudara, pues igual uno 
no sabe nada, qué hacer y mi tío asumió pues y nos ayudó y al menos nos 
entregaron el cuerpo en la mañana para llevarlo a una funeraria” (Historia de 
vida, G. Gómez, 2012). 
 
Fue gracias a la insistencia de todas las mujeres por encontrar a sus familiares, que 
pudieron hallar los restos. En los cuatro casos, las mujeres familiares de las víctimas 
expresaron que, al recibir los cuerpos sin vida de los desaparecidos, estos se encontraban en 
condiciones que demostraban haber sido víctimas de tortura tanto física como psicológica. 
Durante la década de los años ochenta, pero en general en los casos de detención y 
posterior desaparición, la tortura es utilizada por los victimarios como una estrategia para 
obtener más información sobre los círculos sociales y políticos en los que participaba cada 
una de las personas y así poder detener a más gente. Sin embargo, la tortura también es un 
crimen con un objetivo más profundo y es socavar la dignidad de la persona, convirtiéndose 




pública. Según el Centro Nacional de Memoria Histórica “Las memorias del estigma 
registran las maneras en que cuerpos y personas fueron humilladas y sus vidas diarias 
sujetas a constante escrutinio. A la vez, estas memorias resisten al estigma y reclaman el 
reconocimiento de la inocencia” (CNMH 2013:356). De esta manera, al encontrar el 
cuerpo de su familiar, las mujeres experimentaron un dolor muy profundo al reconocer que 
su familiar estaba muerto y ver las torturas a las que había sido sometido. Pero al mismo 
tiempo, ese dolor se convirtió en rabia, en deseos de conocer la verdad y que se hiciera 
justicia.  
 
“yo no volví al trabajo, me dediqué…, uno en primer momento, como a tratar de 
encontrar esa verdad, en medio de todo ese dolor, creo que todos cambiamos, todos 
en mi familia, como ha sucedido en todas las familias ¿no?, porque no es tan 
cierto…,  yo tengo una pelea cazada con los psicólogos y es precisamente esa teoría 
que apareciendo el cuerpo se cierra el duelo o el dolor y no es verdad, son dolores, 
situaciones que solamente el que las vive pues las interpreta de acuerdo a la 
relación, a las circunstancias, al entorno. Definitivamente para mí es de más 
impacto encontrar un cuerpo torturado, o no encontrar respuestas, definitivamente 
genera esa rabia de no saber, de no encontrar, quién lo hizo y porque lo hizo 
porque lo hicieron y porque a él, ¿sí?” (Historia de vida, G. Gómez, 2012). 
 
  
2.2. Investigación (Momento de la confrontación)  
En el camino de la desaparición forzada, distinto a lo que muchos piensan, cuando se 
encuentra el cuerpo no se completa el ciclo. Por el contrario, este apenas comienza. Al ver 
el cuerpo de su familiar en condiciones de haber sido torturado y sin ninguna respuesta 
convincente o legítima, las preguntas proliferan y el trasegar debe continuar hacia la 
búsqueda de verdad y justicia.  
 
En todos los cuatro casos fue necesario solicitar a las autoridades que investigaran lo que 
pasó con la persona desaparecida. Sin embargo, las experiencias en los procesos de 




ocasiones, por parte de las autoridades delegadas para la investigación, las familias 
recibieron hipótesis que para nada coincidían con las rutinas o características de la víctima.  
 
Por lo general, todas las mujeres manifestaron que al iniciar los procesos de investigación 
tuvieron que enfrentarse a la afectación social de recibir señalamientos directos hacia ellas 
o a sus familiares, a múltiples hipótesis que tergiversaban la investigación y que tendían a 
culpar o responsabilizar a la víctima, tales como que la persona había sufrido un accidente, 
que tenía deudas pendientes o “líos de faldas”, que eran guerrilleros y fueron muertos en 
combate, que trabajaban o colaboraban con la guerrilla, o simplemente que fueron víctimas 
de delincuencia común. Por esta vía, se violó el derecho de sus familiares a la privacidad y 
el buen nombre. 
 
“el día 24 de septiembre del 2008 a las 9 de la mañana, llego yo de primeras a 
preguntar cómo hacía para recuperar el cadáver de mi hijo Fair Leonardo. Tanto 
los dos fiscales que me atendieron se dirigieron a mí y me dijeron: ‘ah usted es la 
madre del jefe de la organización narcoterrorista’. Entonces me sorprendió porque 
yo le dije: ‘¿cómo así?’ Me dijo: ‘Sí, lo que pasa es que su hijo pertenecía a un 
grupo al margen de la ley y él fue dado de baja en combate por la Brigada Móvil 
15’. John Smith, mi hijo que iba conmigo, él prestó su servicio militar, y él cayó 
sentado en una silla y dijo ‘Madre, no puede ser que el Ejército haya matado a mi 
hermano y que ahora sea señalado de pertenecer a un grupo al margen de la ley’” 
(Historia de vida, L.M. Bernal, 2012). 
 
Por su parte, Diana comenta que “insistían en que él era el culpable, o que se había 
auto-desaparecido o que a lo mejor era problemas de falda, o que debía dinero (…) 
había también un clima de relación digamos de movimientos sociales y de algunos 
candidatos con Venezuela, digo lo de Venezuela porque para nosotros como familia 
la desaparición de mi papá está relacionada con, digamos con su papel como 
asesor político, pero también algo que nos sorprendió mucho en el tiempo que 




organismos insistían mucho en la pregunta de por qué mi papá había viajado a 
Venezuela” (Historia de vida D.M. Gómez, 2012).   
 
Las familiares inmediatamente empezaron a buscar la verdad, pues sentían la necesidad de 
desmantelar las mentiras del gobierno o de los que desaparecieron a las víctimas, y así 
dignificar y reconocer una buena imagen de sus familiares.  En la mayoría de los casos, el 
camino ha sido largo y el Estado no ha otorgado a las víctimas las debidas garantías de 
seguridad, justicia, reparación y no repetición, por el contrario las familias han sido 
revictimizadas mediante señalamientos públicos, ultrajes durante la atención y asesoría de 
funcionarios públicos de las diferentes instituciones involucradas, o también a través del 
seguimiento y la vigilancia ilegal. Es así como para cada una de las familias, el camino de 
la investigación y la búsqueda de la verdad se convirtió en una oportunidad para 
desenmascarar al Estado y sus mecanismos de impunidad que soportan la criminalidad 
estatal.  
 
Tristemente el Estado colombiano frente a estos temas tan delicados no ha dado soluciones 
concretas y satisfactorias a las familias. Por el contrario, las entidades que han llevado a 
cabo los procesos judiciales, detienen los procedimientos de múltiples maneras a través de 
las irregularidades en el levantamiento del cuerpo, en la exhumación, o también 
presentando evidencias falsas, dictámenes irreales y demorando los procesos con el fin de 
que la verdad nunca salga a la luz.  
 
En una de las bases de datos del proyecto Colombia Nunca Más, se encuentran 
clasificados 69 mecanismos de impunidad, los cuales se dividen entre mecanismos 
de impunidad de derecho y mecanismos de impunidad de hecho. Dentro de los 
primeros se encuentran los mecanismos legales e institucionales que han tolerado, 
permitido o garantizado la impunidad. Dentro de los últimos están los mecanismos 
propios de la preparación y ejecución de los crímenes, como la forma de realización 





También están los mecanismos de encubrimiento utilizados por las instituciones y 
los autores intelectuales, los mecanismos de impunidad propios de la investigación 
y del poder ejecutivo para evitar o desviar la acción investigativa. La revisión de 
estos mecanismos ayuda en el análisis de las actuaciones de las diferentes 
autoridades judiciales o con funciones judiciales que contribuyen a la perpetuación 
de la impunidad en las investigaciones (Rivera, 2012. 178).  
 
Son varios los testimonios de las mujeres entrevistadas que sustentan los diferentes 
mecanismos de impunidad mencionados anteriormente. En el caso de Jaime Gómez, Diana 
relata en la entrevista cómo la investigación ha tenido múltiples improcedencias, 
entorpecimientos y por tanto ha generado una dilatación por años de los procesos judiciales 
respectivos.   
 
“(…) rápidamente se abre el proceso de investigación formal en la Fiscalía, es 
decir, hay un proceso, hay una denuncia, pero no hay un proceso abierto, porque 
en el nuevo Sistema Penal Acusatorio no puede haber una investigación formal 
abierta hasta que no se identifiquen los autores materiales e intelectuales, es decir 
que investigación, investigación en los términos formales no existe, pero digamos 
que está ahí un caso en Fiscalía que lo investiga la Unidad de Derechos Humanos y 
para ser breve esta historia, hemos pasado por cinco o seis fiscales, ninguno ha 
avanzado realmente. El único que avanzó, pero que dejó la investigación en unas 
condiciones que no fueron claras, fue el primer Fiscal, que citó a la familia para 
decirle que sí, que no había sido un accidente sino un homicidio (…) en octubre de 
2007, pero luego cambian 4 o 5 veces más de fiscal, y todos los fiscales lo que nos 
dicen es que, algunos empiezan a hacer otra vez la investigación para determinar si 
fue un accidente o un homicidio y en eso llevamos ya seis años. No habido avances 
sustanciales (…) nosotros les exigimos que por favor no vuelvan del punto cero, 
sino que avancen con lo que ya está determinado. Muchos dicen que no, que es que 
ellos tienen sus propias metodologías, esta ha sido otra carencia de la 
investigación, y es que no han existido metodologías claras de investigación” 





En otros casos, los victimarios diseñaron estrategias para modificar la evidencia en los 
restos del cuerpo desaparecido y asesinado. En el caso de los jóvenes de Soacha, al igual 
que le sucedió a Fair Leonardo, muchos fueron presentados como muertos en combate con 
escenas criminales construidas o fueron desechados en fosas comunes para disolver sus 
identidades reales. Por otro lado, en el caso del Palacio de Justicia, los restos de Héctor 
Jaime fueron entregados a sus familiares 31 años después de cometida la contratoma del 
Palacio pues estos habían sido entregados desde 1985 a la familia del magistrado auxiliar 
Julio César Andrade. Finalmente, en el caso de Leonardo Gómez, el relato de Gloria 
evidencia cómo las autoridades modificaron y ocultaron información importante y sensible 
a la familia de la víctima: 
 
“Claro fue todo un proceso rescatar el cuerpo, porque no nos lo entregaron ahí 
mismo (…) nos dijeron que una camioneta de la policía lo había encontrado en la 
15 con 15 (…) como estaba como NN, pues tocó ir al juzgado donde supuestamente 
los que hicieron el Acta del levantamiento del cuerpo, allí nos tocó hacer todo el 
proceso para reconocerlo, entonces el funcionario de ahí, bueno yo estaba bien 
joven aprovechando un poco mi belleza (risas), mi belleza de juventud, logré que 
me dejara ver y entonces ahí descubrimos que él había sido encontrado en la 45 
con 15ª” (Historia de vida, G. Gómez, 2012).  
 
Ante la tergiversación y la falta de diligencia por parte de las autoridades competentes, las 
familiares de los desaparecidos decidieron finalmente empezar a hacer averiguaciones por 
su parte o acudieron a profesionales externos tales como abogados defensores de derechos 
humanos o antropólogos forenses, que realizaron investigaciones alternativas a las oficiales. 
Diana Gómez comenta que ella y su familia tuvieron que contactar forenses para que 
llevaran el caso simultáneamente a la investigación que estaba haciendo el gobierno porque 





En los casos de desaparición ocurridos en la década de los ochenta, la investigación 
paralela recayó sobre las familiares y el abogado defensor, Eduardo Umaña Mendoza, 
quien inicialmente fue el mismo en ambos casos.  
 
“Entonces a raíz de la esperanza que nos da el Doctor Umaña, nosotros 
empezamos a conformarnos como grupo. ‘Bueno, vayamos allá, hagamos 
reuniones’ y yo pienso que la parte investigativa estuvo y ha estado más por parte 
de nosotros, durante estos 27 años que, con una ayuda del Gobierno muy mínima, 
un 20% comparada con el 80% que hemos hecho nosotros” (Historia de vida P. 
Navarrete, 2012).  
 
“Claro con el Dr. Eduardo Umaña Mendoza después de mucho escarbar supimos 
que ahí en ese sitio había una casa del Movimiento Morena. Yo no sé si ustedes han 
oído eso. Ese era el Movimiento Político de los Paramilitares del Magdalena Medio 
que era liderado por Pablo Elías Guarín, que fue uno de los gestores del 
Paramilitarismo, era Parlamentario por Boyacá y él creó el Movimiento para 
llegar a la Cámara. Y bueno supimos que ahí había esa casa donde era la sede de 
ellos, también era un torturadero del F2, claro todo lo hacían era oculto” (Historia 
de vida de G. Gómez, 2012). 
 
Todas las historias de vida se caracterizan por la persistencia de estas mujeres por encontrar 
verdad y hacer justicia. Como respuesta a su trabajo incansable de denuncia y búsqueda, 
muchas de ellas, así como también otros familiares o sus abogados, fueron víctimas de 
diferentes tipos de intimidaciones como seguimiento y vigilancia, llamadas sospechosas 
interceptación y amenazas. El paradero de las familias víctimas siempre es supervisado, 
porque la táctica del control de la población bajo el sentimiento del miedo es bastante 
efectiva. La exposición de los familiares a este tipo de intimidaciones es unas de las 






Posterior al hallazgo del cuerpo sin vida de Leonardo Gómez, durante el funeral y en las 
siguientes semanas, la familia tuvo que sufrir hostigamientos, pues como en su caso, en casi 
todas las situaciones de desaparición forzada, los actores causantes de la desaparición están 
presentes vigilando el círculo social cercano a la víctima. 
 
“En el cementerio, a mi hermano Guillermo se lo querían llevar también, todo el 
tiempo durante el velorio, cuando se llevó al colegio, el colegio estuvo todo el 
tiempo rodeado de la Policía, inclusive a Guillermo y a Lucho mis dos hermanos 
también los estaban subiendo a una panel de las que se llevaron a Leonardo, de 
esas que usaba la policía, cuando mi hermano Jorge salió corriendo hacia ellos con 
una cámara, los policías pensaron que era un periodista y por la cámara se logró 
que los sacaran de la panel” (Historia de vida de G. Gómez,  2012). 
 
 
Además de las amenazas y hostigamientos que las mujeres deben vivir como afectaciones 
personales. Entre las afectaciones personales más significativas están los cambios en los 
roles que se manejan al interior de la familia que claramente son desestructurados o 
reemplazados. También las formas de verse entre sí, la naturalidad del significado de la 
familia o incluso la frecuencia o cercanía entre los distintos miembros. 
 
“En esa época, yo tenía 20 años, entonces yo creo que todavía era una niña, yo me acuerdo 
que cuando conocí al Dr. Umaña y pasó la primera conmemoración y me iban a 
quitar las niñas mis suegros, pues porque yo era muy pequeña y porque ellos 
creyeron que esa era la mejor forma de ayudarme quitándome las niñas, entonces 
yo fui a donde el Dr. Umaña llorando y le dije que yo no quería que me quitaran las 
niñas, el me abrazó y me dijo, no, es que tú eres una niña con cuatro niñas y yo no 
voy a dejar que te pase eso; y uno de los cambios es ese trabajar como ver el 
mundo, porque yo vivía en una burbuja, yo fui mamá a las 14 años, entonces yo 
empecé a consentir a mi primera muñequita calva de ojos azules, luego seguía la 
otra, entonces  mis otras dos muñequitas, (…) pero ha sido muy satisfactorio ser 




burbuja y sentir que llegaba el papá y les traía yupis y mi mamá me atendía bien, 
mi familia amaba las niñas, todos me ayudan con la ropa, no les faltaban las cosas 
de comer para las niñas, ni las cosas de nosotros, entonces salir de esa burbuja fue 
el primer cambio, empezar a trabajar a los 15 días de ocurrida la toma, fue súper 
difícil” (Historia de vida, P. Navarrete, 2012). 
 
“Con la familia de mi papá, algunos lazos familiares se estrecharon mucho, pero 
otros se debilitaron y eso ha sido triste, sobre todo por ejemplo la relación con mi 
hermano, y a veces pienso que es que nos cuesta vernos cara a cara, porque vernos 
cara a cara es como también ver a mi papá y eso, creo que de las cosas dolorosas 
ha sido esa (…)” (Historia de vida, D. M. Gómez, 2012). 
 
“El cambio total, yo diría que un 100% ha dañado la relación entre la familia y 




Al analizar en detalle cada uno de los casos de desaparición forzada aquí conocidos, es 
posible identificar que los modus operandi aplicados fueron distintos, sin embargo, tienen 
similitudes que no se pueden ignorar. En todos los casos hubo la intención de eliminar toda 
evidencia, esconder de cualquier forma la identidad del cuerpo y de tal manera desaparecer 
hasta el hecho para que no existieran pruebas que incriminaran a los responsables 
materiales e intelectuales.  
 
“Lo iban a tirar a la fosa común y estaba pues por supuesto como un NN y lo 
encontramos porque después de recorrer todas las estaciones de Policía (…) 
nosotros ya habíamos ido a la Estación VI y allá nos habían dicho que no, pero esa 
noche llegamos sobre las 12 y media, una de la mañana, el policía que nos atendió 
nos dijo ‘Un momentico, voy a llamar a mi comandante’ y ese tipo salió y nos dijo 
‘Vayan al anfiteatro’ y nosotros ‘No, pero si es que nosotros ya fuimos’, ‘No, pero 
vuelvan y vayan. De pronto está allá’. Cuando llegamos al anfiteatro nos dijeron 




fosa común, pero además que los dos no eran de las características que nosotros 
estábamos hablando de Leonardo de la estatura, el color del pelo. Sin embargo, 
insistimos en que nos los dejaran ver y ahí lo encontramos” (Historia de vida, G. 
Gómez, 2012). 
  
Mientras que Leonardo resultó como NN en medicina legal, Jaime apareció asesinado en el 
parque donde había desaparecido un mes antes con muestras de haber sido trasladado, y 
Héctor Jaime fue entregado con la identidad de otra persona. Fair Leonardo fue presentado 
como guerrillero abatido a kilómetros de distancia de su casa. 
 
Resulta importante recordar aquí el recorrido histórico que se realizó en el primer capítulo y 
contextualizar cada uno de los casos. Las desapariciones de Leonardo Gómez (1983) y la 
de Héctor Jaime Beltrán (1985) se realizaron durante el periodo presidencial de Belisario 
Betancur. Dos décadas después, sucedió la desaparición de Jaime Gómez (2006) y la 
ejecución de Fair Leonardo Porras (2008), ambas durante la presidencia de Álvaro Uribe 
Vélez. En ambos periodos se incrementaron las desapariciones forzadas y surgieron 
diferentes grupos paramilitares. Durante la década de los ochenta las mafias 
narcotraficantes asumieron la justicia por sus propias manos y junto a ganaderos, 
terratenientes, militares y empresarios, crearon el MAS (Muerte A Secuestradores) el grupo 
génesis del paramilitarismo como fuerza armada en el conflicto colombiano. La 
desaparición fue un crimen que se intensificó en Colombia durante las épocas de 
proliferación de los paramilitares y es el crimen que más vincula a los militares con los 
paramilitares. En el año 1983 fue presentado oficialmente el informe de la investigación de 
la Procuraduría General de la Nación sobre la ampliación del MAS y en este se logró 
demostrar los vínculos de por lo menos 59 miembros activos de las Fuerzas Armadas, tanto 
del Ejército como de la Policía Nacional, con este grupo paramilitar. 
 
Fue en la articulación entre las fuerzas militares con la estrategia paramilitar de las mafias a 
inicios de los años ochenta, la que optó por la práctica de la desaparición forzada como el 
crimen perfecto, sin evidencias ni pruebas. Con el pasar del tiempo y la evolución del 




escarmiento y eliminación de las pruebas fueron modificadas, perversamente 
“perfeccionadas” con el fortalecimiento y expansión de las AUC, Autodefensas Unidas de 
Colombia, durante el tránsito de los años noventa a los dos mil. Es así como varios 
miembros paramilitares, entre ellos Salvatore Mancuso, han confesado que implementaron 
la utilización de criaderos de caimanes, de hornos crematorios para quemar a las víctimas y 
así reducir las elevadas estadísticas que tenían de homicidios porque habían hallado varias 
fosas comunes de su autoría11.  
 
Los casos de las ejecuciones extrajudiciales cometidas por el ejército durante los dos 
periodos de Uribe Vélez, mal llamados ‘Falsos positivos’, dentro del cual está el de Fair 
Leonardo, fueron distintos en la medida que las víctimas aparecieron asesinadas y 
uniformadas para ser presentadas como “guerrilleros abatidos en combate”. Es decir, la 
identidad de la persona también era oculta, en este caso tras un uniforme de guerrillero, sin 
embargo, su homicidio era visibilizado para demostrar la efectividad de las fuerzas 
militares. Este fenómeno se intensificó durante la seguridad democrática pues las 
instituciones militares presionaron mediante competencias entre divisiones, brigadas y 
batallones a presentar resultados en combate e incentivaron esta práctica a través de 
recompensas, permisos o ascensos12. 
 
La estrategia de la desaparición forzada se configuró en el crimen ideal para sembrar terror 
colectivo basado en el escarmiento y ha pretendido silenciar las luchas sociales a través del 
señalamiento y la tergiversación de la información como se puede extraer de los casos que 
aquí se han analizado. Es en esta medida que la desaparición forzada en Colombia ha 
provocado fuertes impactos a nivel colectivo y social. En los casos de Leonardo y Jaime, 
quienes realizaban trabajo político de diferentes maneras y quienes fueron detenidos de 
manera intencional, se puede considerar que sus desapariciones fueron mensajes dirigidos a 
los círculos sociales que rodeaban a cada una de las víctimas, por ejemplo, al movimiento 
estudiantil, sindicalista o de izquierda, provocando un impacto colectivo. En los casos de 
                                                 
11 Consultado en: https://www.elespectador.com/noticias/judicial/articulo138469-mancuso-reitera-cremaron-
victimas-bajar-estadisticas 





Héctor Jaime y Fair Leonardo, sus desapariciones ocurrieron en el marco de desapariciones 
o ejecuciones extrajudiciales colectivas, es decir, no fueron detenidos de manera particular, 
situaciones que constituyeron cada una en su caso un mensaje generalizado para la sociedad 
sobre las consecuencias de la guerra contra la insurgencia, pero también estrategias ideadas 
por los mismos militares para mejorar su imagen, para legitimar el uso desmedido de su 
fuerza. El mensaje de la desaparición forzada es muy claro y se basa en que todo aquel que 
piense diferente y que quiera reclamar sus derechos o esté en oposición al gobierno y lo 
divulgue será invisibilizado incluso físicamente. Este tipo de desapariciones o ejecuciones 
extrajudiciales provocan un impacto social.   
 
Poco a poco, en algunos casos más pronto que en otros, los familiares de las víctimas 
descubrieron que el Estado tuvo una responsabilidad directa en su desaparición, por acción 
u omisión, ya fuera por el contexto previo a que sucediera la desaparición o por las 
informaciones que fueron encontrando las familiares en su propio proceso de indagación. 
En el caso de Leonardo Gómez, hermano de Gloria, por ejemplo, tanto su familia como él 
directamente habían sido víctimas de diversos hostigamientos como el allanamiento a su 
casa, así como seguimientos permanentes a la víctima, su detención y tortura por parte de la 
Policía. En la mayoría de casos están involucrados miembros de los militares, de la policía 
y cuerpos de inteligencia especializados. En el caso de Fair Leonardo Porras está 
involucrada la Brigada Móvil 15 del Ejército, el caso de Leonardo Gómez lo vinculan con 
el F2 y la policía pues previamente había sido detenido, torturado y avisado. En las 
investigaciones del caso de la retoma del Palacio de Justicia, han sido vinculados miembros 
de la Brigada 13, la Charry Solano y la Escuela de Caballería. Finalmente, en el caso de 
Jaime Gómez se cree que en su desaparición pudieron estar involucrados paramilitares, 
inteligencia militar y grupos de derecha.  
 
En el ámbito jurídico, los casos que aquí se analizan tuvieron rumbos muy distintos. En los 
casos de la retoma del Palacio de Justicia y las ejecuciones extrajudiciales de jóvenes de 
Soacha, hubo sentencia condenatoria por parte de jueces especializados a altos mandos 
militares. En 2008, tras conocerse el fenómeno de los ‘Falsos positivos’, hubo una 




25 militares, entre ellos mayores, generales, coroneles, tenientes y sargentos. Posterior a 
esto, ha habido varias sentencias condenatorias hacia decenas de militares y más de 15.000 
militares han sido investigados por ejecuciones extrajudiciales. En el caso del Palacio de 
Justicia, aunque hubo un par de sentencias condenatorias a altos mandos militares, la 
investigación y el proceso jurídico se ha caracterizado por su lentitud, inoperancia e 
ineficacia, razón por la cual el grupo de familiares decidieron presentar el caso 
directamente a cortes internacionales. El 14 de noviembre de 2014, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos dictó sentencia13 a través de la cual se condenó al Estado 
colombiano por la desaparición forzada de diez personas en el Palacio de Justicia y se 
ordenó continuar la búsqueda, juzgar a los responsables y medidas de reparación simbólica 
y económica. Por el contrario, los casos de Leonardo y Jaime Gómez han quedado impunes 
en el proceso de investigación sin mayor respuesta para las víctimas.  
 
“Aunque de hecho uno sabe que fue el F2, pero el expediente nunca basó en eso, se 
quedó en la impunidad, las personas que de otra manera estuvieron involucradas, 
nunca se logró que las detuvieran, las juzgaran o que las condenaran. Quedó en la 
impunidad” (Historia de vida de G. Gómez, 2012). 
 
Cuando en este país se habla de impunidad siempre se hace referencia a la imposibilidad de 
conseguir justicia, debido a las acciones y estrategias de los victimarios para desviar las 
investigaciones o simplemente impedirlas, lo que deja los crímenes en una eterna condición 
de espera. La impunidad es algo que va más allá de la ausencia de castigo. La impunidad en 
Colombia es toda una estrategia de terror para perpetuar el dolor que causa la violación de 
los derechos humanos en nuestra sociedad. Resulta aberrante que la ejecución y 
prolongación de los crímenes de Estado en Colombia solo ha sido posible a través de la 
implantación de impunidad mediante mecanismos que vulneran los derechos de las 
víctimas en las instituciones que deberían velar porque se haga justicia. 
 
                                                 




A pesar de los diversos caminos que tuvieron las mujeres entrevistadas en el ámbito 
jurídico, en todas permanece la preocupación latente por la impunidad y la falta de 
garantías de no repetición, debido a las múltiples intenciones de legislar un fuero penal 
militar, de incluir los casos de ejecuciones extrajudiciales en la JEP y de la absolución de 
militares condenados, como es el caso del coronel Alfonso Plazas Vega, quien fue 
condenado a 30 años de prisión en el 2010 y absuelto por la Sala Penal de la Corte Suprema 
en 2015. Es así como en últimas todas las familiares de víctimas de desaparición forzada se 
enfrentan a la impunidad institucionalizada, cuando en el mejor de los casos hay castigo, 
pero nunca habrá verdad y por ende tampoco se hará justicia.  
 
Todas las mujeres entrevistadas coinciden en lo frustrante y difícil que ha sido enfrentarse 
al dolo, no solo descubrir que el caso de su familiar consiste en un crimen de Estado, sino 
que fue planeado y no cometido por un error. De igual manera, ha resultado desgastante 
para ellas tener que lidiar con los múltiples mecanismos de impunidad que existen 
alrededor de estos crímenes y todo lo que ello implica. 
 
En el caso de las mujeres familiares de víctimas de desaparición se reconoce que un duelo 
es muy difícil, en gran medida porque se trata de una muerte que además de violenta fue 
intencionada. Si bien con el hallazgo del cuerpo y durante el proceso de investigación, las 
familiares inician un duelo que pasa por el reconocimiento y aceptación de la pérdida de la 
víctima, en el caso de las desapariciones forzadas es muy difícil terminar de resolver este 
duelo completamente, sobre todo, por la falta de verdad y justicia. Es por esta razón que, 
ante este escenario, la forma de las mujeres para resolver este proceso truncado es 
construyendo una “justicia propia” a través de diversas re significaciones tanto de la 
ausencia, como del dolor y la rabia. El tránsito del dolo al duelo es un paso también de lo 
emocional a lo racional, del pecho a la cabeza. 
 
2.3. Resistencia (Momento del afrontamiento) 
Luego del momento o etapa de confrontación del dolor que trajo la desaparición de su 
familiar, todas las mujeres entrevistadas tuvieron que realizar un proceso de comprensión 




crítica a los hechos de la desaparición forzada no solo de su familiar sino de otras víctimas. 
Este proceso llevo a que cada una de ellas se posicionara en un rol diferente al que venía 
aplicando en su cotidianidad, individual, familiar y social.   
 
Como se comentó en el apartado anterior, una de las mayores afectaciones para las 
familiares de desaparecidos consistió en la desintegración de los lazos sociales y familiares, 
por lo cual, en la mayoría de las ocasiones, las mujeres experimentaron sentimientos de 
soledad.  
 
A nivel familiar los impactos también se profundizan. En la medida que las mujeres se 
comprometen más en la búsqueda de verdad y justicia, las relaciones familiares se 
distancian o se fracturan. 
 
 “Hubo un cambio demasiado brusco en el núcleo familiar, ya que, como que hubo 
una ruptura, en estos cuatro largos años, yo creo que no nos hemos sentido aun 
capaces sentarnos y hablar del tema. Cada uno hemos como reservado ese dolor, 
Liz por ejemplo ella ha manifestado su dolor por medio de la música del Hip Hop, 
John Smith ha tenido que cambiarse a diferentes direcciones de la casa.  Dolly, ella 
estuvo un tiempo fuera de la casa y mi esposo pues él permanece viajando, 
prácticamente la que lleva toda la responsabilidad de esta lucha de esta búsqueda 
de la verdad y todo, solamente yo y es la que digamos, yo me he dedicado a 
estudiar, a buscar otras bases y veo que cada día mi familia es más distante, pues 
yo entiendo que el dolor de hermano es uno y el dolor de padre es otro, y como 
vemos la mayoría de mujeres, de madres somos la que llevamos la batuta, somos la 
que peleamos, somos la que buscamos esa verdad, eso ha cambiado totalmente mi 
vida” (Historia de vida, L. M. Bernal, 2012). 
 
Según Gutiérrez “Como pérdida o separación súbita e inesperada de un ser 
querido, la reacción ante la desaparición forzada suele definirse como duelo, 
proceso en el cual los familiares no solo enfrentan una serie de etapas, como lo 




miedo, la mentira, la incertidumbre, el silencio, el olvido, el ocultamiento, la 
tortura y la violación de todo derecho humano, que rondan la desaparición y 
posible muerte de la víctima, dificultan su recuperación. Ya no es solo una pérdida 
repentina, una agonía dolorosa o una muerte traumática, es la soledad angustiosa, 
el espacio clandestino, la detención injusta, ilegítima, ilegal, el encubrimiento del 
victimario, la transgresión del derecho y la furtividad del hecho” (GUTIÉRREZ, 
sf.) 
 
Después de un caso de desaparición forzada, el núcleo familiar es el que se ve más 
impactado, porque la fragmentación que en este ocurre es casi que irreparable, o debe pasar 
mucho tiempo para que pueda generarse una estabilidad nuevamente. “Creo que la vida 
nos cambió totalmente, la razón de vivir, sí, nos cambió a todos en la casa” (Historia de 
vida G. Gómez, 2012). La familia del desaparecido llevan la mayor carga una vez ocurren 
los hechos, porque recibe todos los impactos emocionales, sociales y económicos.  
 
Durante el proceso de comprensión de los hechos y de búsqueda de la verdad, las mujeres 
relatan de diversas maneras como esta ha sido considerada una lucha solitaria, pues además 
de la ausencia tan profunda del ser querido que se han llevado, las personas que acompañan 
a los familiares no suelen ser constantes, haciendo que en últimas quienes siempre están 
presentes son las familiares directamente implicadas y que asumen la responsabilidad sobre 
el caso.  
 
En la medida que las mujeres se fueron involucrando cada vez más en los casos, la 
cotidianidad cambió porque ellas empezaron a pensar de manera diferente, frecuentaron 
ciertos espacios de apoyo en los que pudieron conocer a muchas más personas que vivían 
situaciones similares a ellas. Se dieron cuenta que había más víctimas como ellas y es así 
como la identificación con otras personas les permitió tejer y fortalecer las redes de 
solidaridad y acompañamiento. La comprensión ya no pasaba solo por entender lo que 
había pasado específicamente con su familiar, sino entender la dimensión mayor del 
problema social al que se enfrentaban. Las víctimas se apoyaron en estas redes con el fin de 





“Nos llamaron, ellos querían que nosotros estuviéramos con ASFADDES, de una u 
otra manera, y pensé que Leonardo como fundador de ASFADDES merecía ser 
parte activa, así fuera en ausencia, merecía ser parte activa en la búsqueda de los 
desaparecidos y nos involucramos ahí en medio del dolor y también de la rabia, 
empezamos a participar en actividades” (Historia de vida, G. Gómez, 2012). 
 
Este camino de buscar la verdad conllevó a que una de las afectaciones personales fuera el 
aplazamiento de las metas y proyectos de vida personales de las familiares, y otras veces 
simplemente no se cumplieran, o cambiaran por completo. En los siguientes apartados de 
las entrevistas realizadas a las mujeres víctimas, se puede observar que ellas han dado un 
cambio importante a nivel individual. Cada una tomó un camino dirigido por el 
compromiso que sintieron de no dejar el caso de su familiar impune.  
 
“El cambio fue terrible, porque empezar a darles sustento a mis 4 niñas, a pensar 
en los estudios de ellas, en no dejar el tema de la desaparición de mi esposo. 
Entonces, de las 24 horas que tenía de allí, ya creo que dormía no más 4 y de ahí 
para acá siempre ha sido así. También el hecho de que yo siento hay cosas que 
pasan para bien, así sea doloroso y yo cambié, y cambié para bien. Yo creo que yo 
no soy ni la mínima parte de la persona ingenua que no sabía dónde estaba parada, 
comparada con lo que soy ahora. Yo aprendí a amar mucho más la vida, a las 
personas, a valorar a las personas a colaborar mucho con toda la gente. Sí, me 
encanta sacarme las cosas del corazón y entregárselas a los demás. Yo no era así, 
yo no pensaba sino en mis hijas y en mí, entonces sí he cambiado muchísimo, pero 
pienso que mucho más para bien” (Historia de vida, P. Navarrete, 2012). 
 
“Y bueno ahí ya se terminó esa posibilidad de vida, de mujer separada joven con el 
sueño de… bueno de trabajar, yo estaba haciendo los papeles para retomar los 
estudios y por supuesto nos dedicamos a buscar la verdad y a buscar también los 
responsables (…) Yo tuve dos hijos producto de esta lucha tuve unos mellizos con 




dolor, son hombre y mujer, mi hija lleva el nombre de mi hermano Lucho, ella se 
llama Luisa. Ella también sale a las marchas, se está aquí, aquí viene, está 
estudiando comunicación, ya ha hecho algunos videítos sobre el proceso de 
ASFADDES, y mi hijo estudia Psicología, es un mellizo y por supuesto también 
comprometido, pero con mucho temor, porque a él se lo intentaron llevar una vez” 
(Historia de vida G. Gómez, 2012). 
 
Las familias de los desaparecidos sufrieron muchos cambios como ya se mencionó 
anteriormente, en un inicio creyeron estar solas, pero al darse cuenta que estaban rodeadas 
de personas en la misma situación, esto generó un impacto positivo en ellas. El 
acompañamiento y apoyo que encuentran las familiares en grupos de víctimas, de 
defensores de derechos humanos u otro tipo de redes solidarias, fue fundamental para el 
proceso de transformación de todas las mujeres, principalmente porque ellas encontraron 
espacios seguros y comprensivos donde pudieron ser escuchadas, pero también porque 
fueron construyendo vínculos basados en la identificación de las experiencias, emociones y 
respuestas. Poco a poco, las familiares de víctimas de crímenes de Estado, como lo es la 
desaparición forzada, se agruparon como una nueva familia que brinda el soporte necesario 
para persistir en la búsqueda de verdad y justicia. Es así como las mujeres, al hacer parte de 
estas redes de solidaridad pasaron, además de ampliar y fortalecer el tejido social que las 
rodeaba y acompañaba, a integrar una nueva familia, la cual no tiene un vínculo de sangre, 
pues se trata de una familia de la lucha. Varios testimonios refieren a cómo la organización 
de familiares o víctimas a la cual decidieron hacer parte se configuró para ellas como el 
grupo de refugio, comprensión y cuidado.  
 
“Yo pienso que somos una familia y no somos de esas organizaciones 
fundamentadas como instituciones y con estatutos y con reglas y con presidente. 
No, no nos quisimos hacer eso de nosotros porque sentimos que hemos visto 
muchos ejemplos que no funcionan mucho y eso de tener el poder ha sido bien 
fuerte, entonces no lo hemos hecho, ni siquiera lo hemos pensado hacer, de tener 
una oficina, simplemente nos hablamos, nos llamamos, nos contamos, nos 




contar como van las cosas entre nosotros y ha sido como más de amigos que de 
organización” (Historia de vida, P. Navarrete, 2012). 
 
 “(…) creo que este es un espacio que nos permitió, a través de hablar de ellos y de 
compartirlos, también encontrarnos y construir en medio de la soledad, porque 
nadie, nadie construía, entonces bueno, es que ya los mismos sindicalistas estaban 
siempre ocupados en otras cosas, los que nos apoyaban, algunos de ellos como 
habían mejorado el inglés se los habían llevado, entonces ya bueno, muchísimas 
vivencias de este proceso de ASFADDES que lo van formando a uno y que le van 
permitiendo desarrollar capacidades” (Historia de vida, G. Gómez, 2012).  
 
“Una cosa interesante de analizar es el hecho es que seamos más las mujeres las 
que asumimos este tipo de lucha y aunque tampoco quiero ser esencialista creo que 
ahí hay cosas que también tienen que ver con el cuidado y con el cariño. Más allá 
de algunas otras lecturas que dicen que las mujeres se terminan manifestando más 
porque están menos en riesgo, porque son menos entendidas como objetivo militar, 
yo creo que existe también otras condiciones interiores que hacen que las mujeres 
asumamos más esta lucha” (Historia de vida, D. M. Gómez, 2012). 
 
Una vez tomada la decisión de continuar luchando por el esclarecimiento de los hechos y 
por parar este tipo de crímenes, cada una tuvo un proceso distinto de resignificación y de 
despertar, pero todas llegaron al punto de poder trascender esas primeras fases de angustias, 
cambios emocionales y psicológicos que de cierta manera las podían limitar, para así poder 
seguir aportando a la lucha que asumieron. Entre los testimonios se puede extraer cómo fue 
este proceso de resurgir, en medio de la desdicha, para encontrar respuestas. Este tercer 
momento de afrontamiento pudo ser distinto para cada una de las mujeres, mientras que 
para algunas se trató de un despertar y abrir los ojos a una realidad que hasta el momento 
había pasado desapercibida, para otras, estos hechos conllevaron a que asumieran posturas 
más críticas o luchas frontales que se habían evitado por su propia seguridad. Luz Marina 




la vida y él la parió a ella para la lucha. Es en este punto donde ellas empiezan a verse 
como sujetos políticos importantes que deben visibilizar y luchar por esta problemática. 
 
Pilar Navarrete expresa “Yo lo repito e hice una frase que dice: ‘Soy como el ave 
Fénix desde las cenizas renací’, porque llevo muchísimo tiempo, primero tratando 
de comprender cómo ha sido esto de la desaparición forzada en nuestro país y de 
las muertes y de las torturas y de la impunidad que ocurre en esto, pero 
encontrarme con otras familias me ha hecho sentir muy tranquila respecto a que 
nosotros hemos tratado de hacer bien las cosas” (Historia de vida, P. Navarrete, 
2012). 
 
En su caso, Gloria expresa “Pues yo pienso el dolor lo vuelve a uno resistente y muy 
fuerte, pero también le permite, o nos permitió encontrarnos a nosotras mismas, 
especialmente a las mujeres porque fuimos las que asumimos este proceso, desde 
buscarlos, reivindicarlos y recoger sus banderas (…) me permití en medio del dolor 
encontrar unas capacidades que no sabía que tenía” (Historia de vida, G. Gómez, 
2012).  
 
“Yo creo que ahí empieza la nueva vida como madre sobre la lucha buscando otras bases 
para demostrarle al Estado y al Gobierno colombiano que se habían equivocado en la 
forma que fueron señalados los nombres de mi hijo diciéndole que él pertenecía a un 
grupo al margen de la ley y que era un delincuente” (Historia de vida, L. M. 
Bernal, 2012). 
 
Las mujeres familiares en su mayoría no se imaginaban involucradas en la política ni en el 
ejercicio de la defensa de los derechos humanos, pero a raíz de su experiencia con la 
desaparición de su familiar empezaron a formarse como sujetos políticos. Las familiares 
acuden entonces a espacios donde la búsqueda y la reafirmación de los derechos es 
indispensable y ofrece nuevos elementos para la recuperación individual y social del grupo 
de familiares. Estas experiencias las motivaron a unirse u organizarse en grupos de 




víctimas de desaparición forzada y participaban en acciones de lucha política, permitiendo 
así a cada miembro del grupo adquirir nuevos conocimientos, desarrollar nuevas 
habilidades y tener una visión crítica de la realidad. Esto hace que tengan más fuerza cada 
vez y que proporcione algo de estabilidad en el sentido de que existe toda una red de apoyo 
de muchas personas que viven la misma situación. El no sentirse solos es una manera de 
anclaje a su recuperación como individuos. 
 
“Yo ignoraba lo que realmente estaba pasando a mi alrededor como ciudadana 
colombiana, nunca me imaginé que mi país fuera generador de violaciones de 
derechos humanos en toda la extensión de la palabra, lo ignoraba totalmente hasta 
que desaparecieron a mi hijo y veo que en este largo caminar me encontré con 
personas maravillosas que me han llevado de la mano, organizaciones que me han 
apoyado, el MOVICE que ha estado muy pendiente de nosotras las madres, ya se 
une el colectivo de abogados José Alvear Restrepo que nos ha abierto las puertas 
para enseñarnos todos los derechos que como víctimas tenemos, la Universidad 
Nacional que nos ha brindado la gran oportunidad de estudiar semestres, ahoritica 
estamos haciendo un estudio en la Universidad Javeriana, han habido muchos 
espacios, de congresos, de simposios, grandes talleres de exhumaciones” (Historia 
de vida, L. M. Bernal, 2012). 
 
“Por supuesto esta ha sido una escuela que no se quedó en la primaria, sino que 
llegó a la universidad. Creo que aquí muchas personas han pasado, se han formado 
y además se les ha despertado esa necesidad de proyectarse para aportar, pero 
también como personas, muchos familiares han decidido estudiar derecho, muchos 
hijos de desaparecidos que no pensaban en eso” (Historia de vida, G. Gómez, 
2012).  
 
En este camino ellas empiezan a valorarse más que antes, a confiar en sus capacidades, 
incluso para algunas de las mujeres fue momento de reconocer actitudes y aptitudes que 
ellas desconocían de sí mismas. También retornó en ellas la iniciativa para emprender 




preocuparse más por la situación política del país y por ayudar a otras personas que lo 
necesitaran.  A su modo, cada una de las mujeres desarrolló un proceso de afrontamiento de 
las situaciones adversas que les proporcionó la capacidad de superarlas y transformarlas en 
algo positivo.   
 
Según Zuluaga “En el campo psicológico la resiliencia evoca la capacidad de una 
persona para construir una respuesta al golpe, creando a partir de sí mismo un 
sentido que desborda la adversidad y le permite desarrollarse y tener éxito. Esta 
respuesta no nace del golpe como tal, sino de la posibilidad del sujeto de 
entretejerlo en relación con la conservación de su identidad, sus valores, sus 
sentimientos y sus sueños” (Zuluaga, 2004). 
 
A partir de la comprensión de los hechos y tomada la decisión de reestructurar su camino 
de vida, como parte de la estrategia resiliente, las mujeres comienzan a empoderarse en la 
lucha por la memoria, la verdad, la justicia y las garantías de no repetición. Gracias a los 
círculos sociales en los que se fueron envolviendo, varias de las mujeres agradecieron la 
oportunidad de formarse políticamente, en temas de derechos e historia, entre otras. Esta 
formación cambió la actitud de las mujeres en cuanto a rogarle al gobierno por encontrar a 
sus familiares para pasar a exigirle al Estado que asumiera su responsabilidad en la 
búsqueda de los desaparecidos. Las mujeres entrevistadas se volvieron más fuertes y 
decidieron dar a conocer esta problemática reivindicando sus derechos como mujeres y 
como víctimas.  
 
“Nosotros llegábamos a las actividades con esa necesidad de hacer unas acciones 
contra el Estado, porque sí teníamos claro que había sido el F2 en todos los casos, 
pero las mamás se resistían a aceptar que la lucha se enfocara, decían ellas: 
‘Nosotras no queremos nada político, lo único que tenemos es que pedir que nos lo 
devuelvan, ellos seguramente nos lo van a devolver’ (…) entonces empezamos a 
hacer unos procesos de formación, nosotros queríamos entenderlos, las señoras se 
resistían, pero eso nos sirvió muchísimo porque era entender una cantidad de 




direccionar que no fuera el ruego sino más la exigencia” (Historia de vida, G. 
Gómez, 2012).  
 
“Aunque yo conocía la dinámica de la desaparición forzada, había trabajado con 
mujeres en varias regiones del país, y conocía su dolor, había escuchado a Gloria 
Gómez, etc., cuando uno lo vive, pues uno gana un conocimiento distinto de la 
problemática y creo que es ese uno de los impactos positivos de la desaparición, 
también una politización que tiene que haber alrededor de los derechos de las 
víctimas” (Historia de vida, D. M. Gómez, 2012). 
 
Luz Marina Bernal expresa que cuando apareció el MOVICE, ella cambió su forma de 
percibir la situación, se abrió una oportunidad para ella porque empezaron los apoyos y es 
así como se involucra en la política, y empieza a reivindicar sus derechos como víctima: 
 
“(…) llega el MOVICE, el Movimiento Nacional de Víctimas de Crímenes de 
Estado, y nos abre una gran oportunidad enviándonos a sus reuniones y empiezan 
los apoyos a las madres de Soacha (…) y cambia totalmente mi vida cotidiana. Así 
es que empiezo a hacer talleres de Diplomado de Derechos Humanos, empiezo a 
asistir a congresos, marchas, a performance. Ya empieza uno ampliar la forma de 
denuncia, de visibilizar ante los medios de comunicación, haciendo obras de teatro 
apoyadas con el Teatro La Candelaria, ya empezamos las madres a denunciar por 
medio de las canciones, de hacer poemas, de asistir con otras víctimas a nivel 
nacional, de compartir en las universidades dando las charlas, de compartir en los 
colegios cómo hacer alertas tempranas frente a lo que pasa. Asistiendo a las 
galerías de la memoria que se hacen cada mes, se iniciaron con el Movimiento 
Nacional de Víctimas de Crímenes de Estado en la Carrera 7 con Jiménez. Ya 
después se hacían las marchas del 6 de marzo, haciendo las denuncias más amplias 
(…)” (Historia de vida, L. M. Bernal, 2012). 
 
En el caso de Diana Gómez, ella afirma que ya tenía un proceso político y de 




embargo, todo el proceso de confrontación durante la investigación, la llevó a construir 
otros referentes en su discurso crítico.  
 
“(…) yo creo que son cambios positivos y negativos. Uno es que nunca creí que iba 
a ser parte de una organización como Hijos e Hijas, eso ha sido un cambio positivo, 
que mi lucha ha estado mucho más centrada en los derechos de las víctimas, la 
Verdad, Justicia y Reparación. Algo positivo también es que yo estaba terminando 
mi maestría en Historia, bueno había terminado clases, pero claro cuando empiezo 
a trabajar, a militar en esto, pues ya mi concepción sobre la Historia adquiere 
también un tinte político, o sea la noción sobre que hay una batalla por la 
construcción de la verdad, de la historia que se leen en los libros de historia, pues 
ya comienza a coger como más carne y más materialidad en la lucha” (Historia de 
vida, D. M. Gómez, 2012). 
 
Es así como las mujeres desarrollaron múltiples iniciativas de memoria que buscaban 
romper con el silencio impune que no permitía que se diera a conocer una problemática 
social de tan alto impacto, pero tan desconocida entre la sociedad. Además de las 
estrategias de memoria locales, varias de las organizaciones que integran las mujeres 
entrevistadas optaron por construir denuncias de tipo social con el objetivo de buscar apoyo 
internacional. De esta manera buscaban generarle presión al Estado para que asumiera la 
responsabilidad en la búsqueda de las personas desaparecidas, en estandarizar los procesos 
de identificación y retorno de los cuerpos, así como en las reparaciones integrales, incluidas 
las garantías de no repetición, etc. De esta manera, por ejemplo, en el caso de ASFADDES, 
ellas se organizaron para redactar y enviar cartas buscando apoyo y solidaridad de 
organizaciones, entidades e instituciones. En otros casos realizaron giras internacionales 
por Europa, Norteamérica y América Latina con el fin de difundir la problemática de la 
desaparición forzada en Colombia. En este camino, las mujeres han podido conocer otras 
experiencias de memoria y resistencia contra la desaparición en otros países, y articularse 





Según Luz Marina “la denuncia de las víctimas o de las familias como nosotras, le 
causan mucho daño al Gobierno en otros países, porque están en unos procesos de 
negociación del TLC, de las transnacionales, de muchas negociaciones que les 
impediría llegar a grandes acuerdos, les han preguntado que qué ha pasado con los 
mal llamados falsos positivos, y la respuesta tanto de Uribe como de Juan Manuel 
Santos como de Padilla, es que así como han sido falsos positivos, han sido grandes 
falsas denuncias y que aquí en el país no pasa nada, y que los falsos positivos 
simplemente son unos cuantos casitos aislados” (Historia de vida, L. M. Bernal, 
2012). 
 
Cada una de las organizaciones o grupos que integran las familiares ha realizado diferentes 
conmemoraciones y estrategias de memoria, entre las que se incluyen marchas, batucada, 
conversatorios, performance, plantones periódicos en las plazas centrales, intercambios 
epistolares o galerías de la memoria. En todas las acciones, las mujeres idean una manera 
de hacer presente a su familiar desaparecido, ya sea con una fotografía, mediante relatos a 
varias voces o hasta pintado en la vía pública. Todas resultan ser resignificaciones de la 
ausencia de sus familiares y es por fin cuando las mujeres pueden realizar un duelo. Al no 
obtener verdad por parte de los entes de investigación y justicia, por parte del Estado como 
responsable en estos crímenes, las mujeres deciden reconstruirla por sus propios medios.  
 
“yo descubrí muy rápidamente que para mí escribir era hacer catarsis y era 
desfogar la rabia que tenía, no la única y la rabia no se agotó ahí, ni se ha agotado, 
pero parte de escribir fue como hacer catarsis, procesar mi rabia, procesar mi 
dolor y creo que la escritura siempre me permitió sentirlo cercano, o sea, yo siento 
que yo puedo dialogar con mi papá a través de la escritura” (Historia de vida, D. 
M. Gómez, 2012). 
 
“pónganse en la tarea a aprender a escribir una carta desde nuestro sentimiento y 
desde nuestra necesidad, creo que se fue construyendo un lenguaje propio en los 
familiares, un que-hacer propio de nuestras necesidades ¿sí?, eso desde cómo 




entonces siempre estábamos como en funciones de buscar nuevas formas de 
hacernos oír, de hacernos atender, siempre estábamos y estamos haciendo y 
buscando formas de que ellos y hoy en día, ellas sean reconocidos y reconocidas 
(…)” (Historia de vida, G. Gómez, 2012).  
 
“ir a colegios, hablar con muchachos, contarle a toda la gente lo que está 
sucediendo, a nuestros hijos, nuestros nietos que no se les olvide hablar de nuestros 
familiares porque, yo le digo a mi nieto una frase que la escuché y que me parece 
muy linda, que “un pueblo sin memoria siempre repite su historia”, entonces por 
eso es que nosotros tratamos de que ellos estén presentes en cada día en la vida de 
nosotros” (Historia de vida, P. Navarrete, 2012). 
 
Por medio de la narración las mujeres experimentan sucesos de liberación que hacen 
posible afrontar y resignificar la ausencia de la víctima. La narración es usada por las 
mujeres como método de sanación, por medio de la divulgación de su caso ellas 
transforman la realidad y se van dando cuenta de las posibilidades que se abren ante ellas 
porque a partir de esto se tejen redes sociales y de apoyo que actúan como sustento 
fundamental para la nueva realidad. 
 
Ellas deciden organizarse para poder narrar y dar a conocer su propia versión de la historia, 
pero sobre todo para retornar la visibilidad de sus familiares, de quienes pretendieron 
desaparecer su identidad, su existencia. De ahí que los relatos de las familias víctimas 
tienen un efecto impactante en la sociedad porque generan un reconocimiento de quién era 
realmente la persona que sufrió la desaparición forzada, qué hacía, qué pensaba y a qué 
aspiraba en la vida. Se trata de reconstruir la memoria de los desaparecidos y aportar desde 
sus propias voces a la construcción de la verdad sobre lo sucedido, así como sus sueños, 
anhelos, proyectos entre otros, y por los cuáles fueron criticados, perseguidos, 
estigmatizados, torturados y desaparecidos.  
 
Es a través del compartir los relatos de las familias de los desaparecidos que reconstruyen 




personas. También hacen sentir valiosas a otras personas, porque se identifican con la lucha 
que tienen en común. La persistencia de todas las familiares por difundir las memorias de 
sus familiares y sus luchas y sueños, es un aporte de inmenso valor para la reconstrucción 
histórica del país y al proceso de esclarecimiento de la verdad.   
 
Poder contar quiénes eran sus familiares, qué hacían, qué soñaban, resulta sanador para 
muchas de ellas, pero no solo ayuda a mitigar el dolor que aún a pesar del tiempo, de una u 
otra manera permanece. Las acciones de memoria en la escena pública, además de su 
constancia y perseverancia, constituyen un ejercicio muy potente de narrativas vivas y 
desde la resistencia, las cuales adquieren un valor muy importante pues es como las 
mujeres terminan haciendo justicia.  
 
El proceso del duelo se da gracias a las reparaciones simbólicas, a la dedicación política y 
al compartir con otros familiares, así como también gracias a los procesos de 
reconstrucción de memoria. Estos son momentos en donde la reconstrucción de vida y la 
oportunidad de empoderamiento son importantes para construir la verdad de los hechos y 
para garantizar la no repetición.  
 
Como respuesta a la soledad que en algún momento experimentaron, las familiares de las 
víctimas se han propuesto acompañar a otras familias víctimas, siendo incluso personas 
completamente desconocidas, a que participen activamente en la lucha contra la 
desaparición forzada. Las organizaciones brindan información constante sobre cómo llevar 
los procesos jurídicos y los procesos personales de duelo, pero también buscan construir 
dinámicas de protección y seguridad colectiva.  
 
“Nosotros hemos ido construyendo una cantidad de escaleras para que la gente 
vaya avanzando sin que el delito haya dejado de ocurrir, total, pero el hecho de yo 
poder escucharlos a ellos y decir que ya tienen las demandas, que ya los escuchan, 
que ya les creen, que ya hay abogados que los defienden es súper importante 
porque nosotros no tuvimos muchísimo apoyo, casi 20 años en los que no pasó 




seguridad, siento que nosotros, ya con mucho tiempo que llevamos es muy 
gratificante, es muy rico poderles decir no están solos ahí vamos. Yo me he sentido 
muy afortunada de que me llamen a acompañar a algunas víctimas y que siento que 
ese darle la mano, quiere decir que las cosas de ellos no se van a quedar así, 
impunes, porque la de nosotros no va a quedar impune tampoco” (Historia de vida, 
P. Navarrete, 2012) 
 
“a raíz de estos cuatro largos años de trabajo veo que no es solamente el caso de 
Soacha, de las desapariciones forzadas y de los crímenes de Estado, sino que veo 
que son más de 3.500 ejecuciones extrajudiciales, mal llamadas ‘falsos positivos’, a 
lo largo y ancho de nuestro país. Entonces pienso yo que el compartir con otras 
víctimas, otras familias que son vinculadas, madres, hermanas, esposas, dentro de 
todo este trabajo, vale la pena seguir luchando por esta causa y poder exigirle al 
Estado colombiano que se reconozca la desaparición forzada realmente de lo que 
ha venido sucediendo en mi país, no de ahora, sino de mucho tiempo atrás, porque 
hay muchas víctimas que llevan más de 25 o 30 años buscando a sus familiares y 
hasta el momento no los han podido encontrar. Nosotras las madres de Soacha 
fuimos afortunadas, por la presión que nosotras hicimos pudimos encontrar a 
nuestros hijos y también apoyar a otras familias que no lo han podido hacer” 
(Historia de vida, L. M. Bernal, 2012). 
 
Para algunas de las mujeres entrevistadas, durante esta etapa que denominamos 
resistencia, la persecución y las amenazas se agudizaron en la medida que la denuncia por 
parte de las familiares se volvió hacer más visible o tuvo mayor incidencia por el trabajo de 
memoria en las organizaciones. Esta situación en muchas ocasiones obligó a que las 
mujeres familiares asumieran perfiles más bajos como estrategia de protección u optaran 
por salir del país. 
 
“de esas primeras amenazas de las águilas negras, entonces yo decido salir, pero 




familia y yo siempre me negué al exilio formal porque eso implicaba que tenía que 
estar 5 años sin volver a Colombia” (Historia de vida D.M. Gómez, 2012). 
 
Así como algunas salieron del país, otras decidieron refugiarse en otra ciudad. De esta 
manera, al ser exiliados o desplazados, las formas de esclarecer la verdad se suspenden 
temporalmente porque no es lo mismo buscar en el lugar de los hechos que desde otro país 
o desde otra ciudad. 
 
La desaparición forzada marcó un alto en la vida de todas las mujeres que entrevisté, sin 
embargo, fue la lucha por verdad, justicia y no repetición la que transformó las trayectorias 
de vida de todas ellas. Fue estando en la resistencia que las mujeres pudieron resignificar la 
ausencia de sus familiares e iniciar el proceso del duelo. 
 
El desarrollo de este capítulo permite observar que el análisis comparativo, aplicado a las 
historias de vida, dio como resultado que en el ámbito personal la afectación principal tiene 
que ver con las alteraciones en la cotidianidad y el proyecto de vida de las mujeres 
familiares de las víctimas, para el ámbito familiar la afectación más relevante es la 
desestructuración y fragmentación de los vínculos familiares, finalmente en el ámbito social 
















A continuación, una matriz donde se pueden evidenciar las afectaciones e impactos 





Búsqueda Investigación Resistencia 
                       Alteraciones en la cotidianidad y el proyecto de vida 
Personal Cambio de las 
actividades 
cotidianas  
Nuevos roles y 
aprendizajes  
Modificación de las 
metas y el proyecto 
de vida 
Fragmentación de los vínculos familiares 
Familiar Desestabilidad  
Económica  
Exposición de la 
familia  
Distanciamiento de 
la familia  
Estigmatización de la víctima y su familia 
Social Investigación a la 
victima  







CAPITULO 3 “Nuestro pasado un prólogo, nuestra profecía otro mundo” 
 
Este capítulo se centra en realizar una síntesis del recorrido de cada una de las cuatro 
organizaciones a las que pertenecen las mujeres entrevistadas, mediante la cual se busca 
desarrollar a mayor profundidad los objetivos de lucha permanente que tienen los familiares 
de las víctimas de desaparición forzada en Colombia y en Latinoamérica. Estos objetivos 
están profundamente ligados entre sí, sin embargo, con el pasar del tiempo y las 
necesidades particulares, cada organización ha especializado su quehacer en uno de estos. 
Es importante anotar que la profundización en alguno de estos objetivos se dio de manera 
espontánea en cada organización. Así, las estrategias de lucha fueron diseñadas según las 
necesidades que pedían los contextos en los que se fueron encontrando y organizando los 
familiares.  
 
Desde el caso de ASFADDES podemos aproximarnos al objetivo de las luchas contra la 
desaparición forzada en su expresión más amplia. Al analizar el caso de las madres de 
Soacha, podemos entender el objetivo de la lucha por acabar la estigmatización de los 
desaparecidos. Mediante el seguimiento de la historia de la toma y contratoma del Palacio 
de Justicia, se puede conocer la lucha por obtener verdad y justicia. Finalmente, a través del 
acercamiento a Hijos e hijas por la memoria y contra la impunidad, es posible comprender 
la lucha por hacer memoria de las vidas y luchas de los desaparecidos. 
 
Visibilizar y entender cada uno de estos objetivos, nos permite aproximarnos y entender en 
sí mismas las historias y trayectorias ante la desaparición forzada en Colombia. De igual 
manera, se resalta la importancia de que a nivel nacional existen diferentes organizaciones 
que luchan contra la desaparición forzada.  
 
Finalmente, estas mujeres y las organizaciones de las que hacen parte, esperan que el 
Estado colombiano demuestre una voluntad política que se vea plasmada en investigaciones 
eficaces sobre el paradero de las y los desaparecidos, que sancionen a los responsables y 
que definitivamente se pueda trabajar la memoria histórica y rescatar la dignidad y el buen 




punto de víctimas, las familiares esperan que se mantenga el compromiso humanitario por 
encontrar a las personas desaparecidas en el país en el marco del conflicto armado, 
mediante la Unidad de Búsqueda de Personas Desaparecidas creada con este fin. Así 
mismo, pretenden combatir la impunidad a través de la Justicia Especial para la Paz y la 
Comisión de esclarecimiento de la verdad.  
 
Presentar la historia de cada una de las organizaciones desde la perspectiva de las mujeres 
requiere de un proceso de análisis diferente para cada organización, pues no todas cuentan 
con un proceso organizativo que dé cuenta de una estructura con instancias de decisión o 
capítulos regionales, ni cuentan con herramientas o sistemas de información que permitan 
el acceso efectivo y eficiente sobre la organización y las acciones de resistencia que han 
realizado. Es importante resaltar que lo expuesto a continuación se basa en las entrevistas 
realizadas y la apropiación que ellas han hecho de dicha experiencia. 
 
3.1. ASFADDES y su lucha contra la desaparición forzada. 
 
La Asociación de Familiares de Detenidos Desaparecidos, ASFADDES, surge en el año 
1982, después de la desaparición de 13 personas en Bogotá de forma secuencial entre 
marzo y septiembre. Los familiares se empiezan a encontrar en las diferentes dependencias 
judiciales que había en ese momento y donde consideraban que podían ir a buscar 
respuestas sobre el paradero de sus familiares desaparecidos.  Estas dependencias eran la 
Policía, el F2, el Instituto de Medicina Legal, las cárceles, entre otras. Fue así como se 
fueron conociendo y encontrando estos familiares que en un comienzo fueron en su 
mayoría mujeres cabezas de familia.  
 
El recorrido de los familiares estuvo acompañado por organizaciones y personas como el 
abogado Eduardo Umaña Mendoza y el sacerdote Javier Giraldo que empezaron a hacerle 
seguimiento al caso de las 13 desapariciones y asesorar a los familiares sobre lo que estaba 
sucediendo. En un primer momento, para ellos fue determinante explicarles a las familiares 
que no estaban frente a un hecho propiamente de ausencia voluntaria como lo insinuaban la 




Colombia o que en últimas se habían ido para la guerrilla. Ellos aseguraban que estaban 
ante un hecho que venía sucediendo en el Cono Sur y en Centro América que se llamaba 
Desaparición Forzada y que era cometida por agentes del Estado, en otras palabras, les 
explicaron todo el contexto político en el que se daban este tipo de acciones.  
 
Los familiares de los desparecidos también estuvieron acompañados de gente reconocida 
dentro de las militancias de izquierda y de los estudiantes con quienes empezaron a salir a 
las calles. Los estudiantes les hacían consignas y los acompañaban a marchar con las 
fotografías de sus seres queridos y con pequeñas muestras teatrales.  Es así como los 
siguientes meses a la desaparición de sus familiares empezaron a caminar hacia la plaza de 
Bolívar y hacer lo que ellas llamaron la Marcha de los Claveles Blancos, era básicamente 
que en silencio marchaban alrededor de la plaza, exigiendo la aparición con vida de sus 
familiares.  
 
ASFADDES se consolidó ya como organización en el año de 1983, fue la tercera o cuarta 
organización a nivel nacional que empezó acompañar jurídicamente a los familiares de los 
desaparecidos. Para esa época ya estaba el Comité de solidaridad con los presos Políticos y 
el colectivo de abogados José Alvear.  
 
Después de 1983, lo que parecía estar sucediendo sólo en Bogotá, estaba sucediendo de 
manera masiva en todo el territorio nacional y entonces ASFADDES decidió acompañar 
esos procesos y aprender todo lo que se requería en términos jurídicos para poder encontrar 
a los desaparecidos y exigir justicia. Este contexto, y con el pasar de los años, impulsó a 
que la organización decidiera constituir diferentes seccionales a nivel nacional. 
 
Posteriormente, vino la afiliación a la Federación Latinoamericana de Asociaciones de 
Familiares de Desaparecidos (FEDEFAM), la cual reúne a 19 asociaciones de 13 países, 
teniendo entonces la oportunidad de enterarse de otras historias de desaparecidos ocurridas 





Los familiares tuvieron apoyo internacional, pero estuvieron solos en los primeros años de 
lucha en Colombia, ya que no contaban con el apoyo de la opinión pública y tampoco de 
los funcionarios gubernamentales. También es necesario mencionar que muchos de los 
miembros de ASFADDES, familiares, compañeros y abogados que participaron del proceso 
padecieron persecuciones, desapariciones, asesinatos e incluso más de medio centenar de 
familiares se vieron obligados a exiliarse a lo largo de los años, pese a la adopción de 
mecanismos de protección exigidas al Gobierno por las Medidas Provisionales de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en 1997. 
 
Finalmente, la terquedad, la solidaridad y el compromiso de los familiares fueron los 
elementos fundamentales para que ASFADDES lograra, al lado de otras organizaciones 
importantes, cambios legislativos en contra de la desaparición forzada, entre ellos la 
inclusión del artículo 12 en la constitución de 1991, el cual define que «nadie será sometido 
a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes»; 
y la tipificación del delito de desaparición forzada bajo la ley 589, que estableció 
mecanismos de sanciones a los victimarios, la creación de la Comisión Nacional de 
Búsqueda de Personas Desaparecidas y algunos derechos para los familiares. ASFADDES 
es en Colombia una de las organizaciones con más trayectoria en el tema la lucha contra la 
desaparición forzada.  Así mismo, es una red de apoyo fundamental para las familias que 
conforman esta asociación porque resulta una salida esperanzadora en donde cada miembro 
del grupo aporta de manera positiva al proceso de duelo y comprensión de lo sucedido.   
 
Gloria Gómez comenta que, en los momentos más devastadores, angustiantes y confusos, 
en donde su vida había perdido el rumbo, en donde las metas propuestas para su vida 
personal habían terminado, aparece una invitación importante, a pertenecer a ASFADES, la 
misma asociación que su hermano Leonardo, junto con otros compañeros, decidió 







3.2. Los familiares de las víctimas de la contratoma del Palacio de Justicia y su lucha 
por obtener verdad y justicia  
 
La lucha de los familiares de las y los desaparecidos del Palacio de Justicia comienza con 
los hechos ocurridos el 6 de noviembre de 1985. En esa fecha, hacia el mediodía, la 
guerrilla del M-19 entró por la fuerza al Palacio de Justicia y retuvo a más de 300 personas, 
entre magistrados, empleados y visitantes. Su propósito era presionar para que se presentara 
el presidente, Belisario Betancur, y hacerle un juicio político ante la Corte Suprema por el 
incumplimiento de los acuerdos firmados el 24 de agosto de 1984.  Acuerdos que hablaban 
de un cese al fuego bilateral y una búsqueda conjunta de una salida política al conflicto 
armado. En este juicio, los fiscales serían los colombianos, que harían sus preguntas a 
través de la radio.  
 
El Gobierno de Belisario Betancur se negó a negociar y se dio paso a la retoma del Palacio 
de justicia por parte de las fuerzas militares y un comando especial de la Policía. Es lo que 
se conoce como el ‘plan Tricolor’. Donde por lo menos mil soldados participaron en este 
operativo. Los combates entre los dos ejércitos se intensificaron a medida que las horas 
pasaron y se extendieron hasta el siete de noviembre. Las fuerzas militares trasladaron con 
vida del Palacio a la Casa del Florero a varias personas de las que luego no sé volvió a 
saber de su paradero. Los heridos fueron llevados a clínicas y hospitales. En la mañana del 
siete, Betancur aceptó dialogar con los guerrilleros. Horas más tarde y tras mucha 
confusión, se dio por terminada la toma y retoma del Palacio. El saldo de víctimas fue: 98 
muertos (Reyes Echandía entre ellos) y once personas desaparecidas (siete trabajadores de 
la cafetería, dos visitantes, un magistrado y una guerrillera). Es el mismo número de 
familias que treinta años después exigen que se haga justicia y les devuelvan los cuerpos de 
sus seres queridos. 
 
En la historia de Pilar Navarrete se puede observar cómo se mantenía la esperanza colectiva 
de que los familiares volvieran en algún momento, también se puede revivir un poco los 




durante la búsqueda de las personas desaparecidas, que los familiares del Palacio de Justicia 
se fueron conociendo. 
 
“Nosotros no nos conocíamos como familiares de los desaparecidos, entonces nos 
empezamos a conocer en Medicina Legal y nosotros mismos a sacar los cuerpos de 
las bolsas y mirarlos, los cuerpos totalmente calcinados, nosotros ir a buscarlos 
por todos los sitios, el Cantón Norte, El Charry Solano, donde fuera porque 
nosotros no vimos disposición a nadie que nos dijera ‘Bueno, les vamos a ayudar a 
investigar’”  
 
El haber podido encontrarse y agruparse entre los familiares de las personas desaparecidas, 
les permitió apaciguar en algo la situación tan dolorosa y los impulsó a esclarecer los 
hechos. Como lo menciona Pilar en su fragmento de su entrevista citado en el capítulo 
anterior, los familiares de las personas desaparecidas durante la contratoma del Palacio de 
Justicia decidieron no agruparse bajo la estructura de una organización formal y prefirieron 
mantenerse como un grupo de familiares que se reúne de manera periódica para idear 
diversas estrategias de conmemoración, para avanzar en el caso jurídico y para encontrar a   
 
“Nosotros tratamos cada año de hacer conmemoraciones, primero porque, yo oigo 
hablar de Eduardo Umaña porque él hizo algo muy lindísimo el primer año de la 
desaparición de los familiares y fue una marcha que se hizo por toda la carrera 7ª. 
En la que nos tiraban muchísimos papeles, la gente nos animaba. Esa parte se 
quedó muy marcada en nosotros como familiares y después, durante cada año, 
hemos tratado de hacer una conmemoración a nuestra medida y no lo digo a parte 
de lo económico, mas es por lo que se nos ha permitido, porque en muchas nos han 
sacado de la Plaza de Bolívar, muchas veces nos ha negado la entrada a sitios 
donde hemos querido estar, entonces hemos tenido un poquito de trabas respecto a 
estas conmemoraciones, pero hemos hecho velas, pancartas, camisetas, 





Gracias a la persistencia del grupo de familiares junto a la asesoría y acompañamiento de 
abogados defensores de derechos humanos, por el caso de los desaparecidos fueron 
condenados el general Jesús Armando Arias Cabrales y el coronel Alfonso Plazas Vega, 
retirados ambos. Sin embargo, el coronel Plazas Vega fue absuelto por la Sala Penal de la 
Corte Suprema años después, en 2015. De igual manera, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos condenó al Estado colombiano, en diciembre de 2014, por su 
responsabilidad en la desaparición, retención ilegal y tortura de los desaparecidos. “Los 
sospechosos eran separados de los demás rehenes, conducidos a instituciones militares, en 
algunos casos torturados, y su paradero posterior se desconocía”, indica la sentencia. Así 
mismo, el Estado fue condenado por una única ejecución extrajudicial: la del magistrado 
auxiliar Carlos Horacio Urán Rojas. Para la Corte quedó probado que “bajo la dirección de 
funcionarios militares, las autoridades alteraron gravemente la escena del crimen y 
cometieron múltiples irregularidades en el levantamiento de los cadáveres”. 
 
A raíz de dicha sentencia, durante el gobierno de Juan Manuel Santos, se realizó un evento 
conmemorativo en el año 2015, y en un discurso oficial reconoció la responsabilidad del 
Estado en los hechos y en las posteriores fallas en las investigaciones para esclarecer lo 
sucedido. Se trató de un histórico perdón que llegó treinta años después de los terribles 
sucesos. También pidió perdón a las familias de las víctimas y los once desaparecidos 
durante la contratoma del Palacio. Se comprometió con estos últimos a poner a su 
disposición toda la fuerza del Estado para que haya avances significativos en las 
investigaciones judiciales. “El Estado colombiano aún tiene una deuda moral con las 
víctimas y familiares del Palacio de Justicia” (Discurso presidencial, Santos, 2015). 
 
Durante el proceso se han encontrado e identificado los restos de cinco personas de los 
once desaparecidos: Ana Rosa Castiblanco en 2002, Lucy Amparo Oviedo, Cristina Guarín 
y Luz Mary Portela en 2015. En 2017 se realizó el reconocimiento del cuerpo de Héctor 
Jaime Beltrán, esposo de Pilar Navarrete, quien había sido entregado como el cuerpo del 





Las sentencias de la corte, las condenas a altos mandos militares, el reconocimiento de su 
responsabilidad y solicitud de perdón por parte del Estado durante el gobierno de Santos, 
así como la recuperación de los restos de algunas de las personas desaparecidas, son logros 
producto de la presión y persistencia de los familiares en su lucha. 
  
3.3. Hijos e hijas por la memoria y contra la impunidad y su lucha por hacer memoria 
de las vidas y luchas de los desaparecidos 
 
“Comenzamos pues a conocernos como en Argentina, en Chile, en Uruguay en Guatemala, 
en Holanda. En estos momentos en que las coyunturas avivan las memorias, la ley de 
justicia y paz nos golpeó como hijos e hijas, como seres humanos incapaces de hacer la 
vista gorda ante la mentira y conscientes de que la reconciliación nacional no se puede 
imponer por decreto.” (Extracto del discurso del lanzamiento público de hijos e hijas, 
2006).  
 
Hijos e Hijas surgió en medio de la historia de exterminio de hombres y mujeres y con ellos 
del intento de desaparición de las luchas sociales y políticas que han buscado construir un 
país desde diversos proyectos de izquierda. Esa historia ha estado marcada también por la 
impunidad y los constantes olvidos impuestos. Con el proceso de desmovilización del 
paramilitarismo que se realizó durante la presidencia de Álvaro Uribe, las organizaciones 
sociales y políticas del país vieron cómo décadas de muerte y despojo se condenaban de 
manera casi que definitiva a una historia de impunidad, la cual se legitimaba a través de la 
Ley de Justicia y Paz. 
 
Diana Gómez, una de las mujeres entrevistadas, comenta sobre el contexto social y político 
que sucedía cuando se vinculó a hijos e hijas, en el que había “un clima que comenzó a 
tener mucha fuerza en el país con la elección de Álvaro Uribe y fue la desmovilización de 
los paramilitares desde el 2002. Mi papá por ejemplo fue uno de los que más contribuyó, si 
no estoy mal, creo que fue en quien estuvo en cabeza la redacción de un proyecto 
alternativo al de la Ley de Justicia y Paz que Piedad Córdoba presentó al Senado como 




estaban los escándalos de parapolítica y también se comenzaba a ser más evidentes los 
seguimientos del DAS y de las chuzadas a la oposición política y también había un clima 
de mucha tensión por parte del estado colombiano con países como Ecuador y Venezuela 
[…]”  (Historia de vida, Gómez, 2012). 
 
Como hijos e hijas de esas historias que han querido ser silenciadas y han sido tratadas de 
manera inequitativa, se propusieron conformar un espacio para la convergencia 
generacional que sintió la necesidad de mirar al pasado para indagar por el fenómeno del 
terrorismo de Estado. 
 
La lucha del movimiento de hijos e hijas alrededor del tema de la desaparición forzada se 
ha centrado en dos cosas: la primera es hacer memoria y exigir justicia frente a este crimen 
que persiste en Colombia, la desaparición forzada por razones políticas, como una 
estrategia de terror para el silenciamiento de la oposición. Un ejemplo de esto fue la 
campaña que se realizó en el 2012 ¿Qué sabes de las y los 58.000 desaparecidos en 
Colombia? Y la segunda, hablar de las luchas que tanto hombres como mujeres 
emprendieron en vida y que mediante su desaparición física han pretendido acallar. 
IMAGEN 2. “¿Qué sabes de las y los 58.000 Desaparecidos en Colombia?” 
 






Desde el lanzamiento de la organización se planteó un lema general que fue estampado en 
todas las camisetas: Hij@s somos tod@s, el cual condensaba una particularidad de la 
organización que la diferenciaba de las que ya existían en otros países latinoamericanos. 
Hijos e hijas Colombia permitió la incorporación de muchas más personas que no eran hijos 
e hijas de víctimas directas de la violencia política en Colombia. Sin embargo, coincidían 
en considerarse hijos e hijas de una misma historia y en el interés de aportar a la 
reconstrucción de la memoria histórica del país. El movimiento de hijos e hijas se propuso 
ser una apuesta generacional y transdisciplinar que aportaría a la difusión de las memorias 
contra hegemónicas. 
 
Las estrategias de memoria desarrolladas por la organización han sido múltiples y diversas. 
En un primer momento, se realizaron batucadas culturales que acompañaban las marchas, 
galerías de la memoria con testimonios en primera persona y foros de la memoria en 
universidades. En la medida que fue creciendo la articulación de hijos con otros colectivos 
y grupos artísticos, las acciones de memoria se fueron diversificando, por lo cual se 
realizaron diferentes tipos de intervenciones artísticas en el espacio público desde murales, 
performance, conciertos, empapeladas, videoinstalaciones y plantones. De igual forma, 
mediante la articulación con organizaciones y colectivos en otras ciudades y municipios del 
país, se realizaron múltiples acciones conmemorativas de masacres, asesinatos o 
desapariciones, pero con caravanas o festivales culturales, recordando la vida desde las 
resistencias. Este tipo de trabajos articulados en otras regiones permitió que el movimiento 
adquiriera su carácter nacional mediante la creación de regionales de hijos e hijas en la 
costa caribe, en el eje central, en los llanos y en el suroccidente colombiano. 
 
Quienes integran la organización también se han planteado como necesidad fundamental la 
constante formación interna tanto en aspectos políticos, como sociales, culturales y 
técnicos. Es de esta manera, que la organización ha ideado diferentes proyectos que 
articulan a todas las regiones en procesos de formación como las H-escuelas, así como 




investigación y mediante la realización de tertulias, seminarios internacionales o foros 
académicos. Finalmente, como productos de estos procesos de formación continua, Hijos e 
hijas decidió crear un sello editorial llamado Colección Píldoras para la memoria, el cual 
incluye publicaciones de autoría propia de los integrantes de la organización. Es a través de 
la producción de estas publicaciones que el movimiento ha podido aportar también a la 
conceptualización de la memoria. En una de las publicaciones, Diana Gómez lo resume de 
manera indicada:  
 
“Gran parte de nuestra conceptualización y práctica de la memoria en ese sentido 
ha sido verbo, acción, hacer, caminar. Ese verbo está conectado para Hijos e Hijas 
por la Memoria y Contra la Impunidad con los derechos a la verdad y la justicia –
de manera similar a otras experiencias de las víctimas de violencia sociopolítica 
alrededor del mundo–, pero sobre todo con la transformación social. En nuestro 
caso es esencial una pregunta explícita por los usos de la memoria que supere 
cierto sentido común. Esta memoria para la transformación social contiene la 
noción de: 1. Una memoria de larga duración, enmarcada en las historias y 
trayectorias de los pueblos indígenas, afrodescendientes y de las mujeres; 2. una 
memoria de las luchas; y 3. una memoria crítica” (Gómez, 2012. 249). 
 
 
3.4. Las madres de Soacha y su lucha contra la estigmatización de los desaparecidos 
 
En el 2008 fueron asesinados 19 jóvenes habitantes de Soacha y Bogotá, presentados como 
guerrilleros muertos en combate. Los llevaron hasta Ocaña, Norte de Santander, con falsas 
promesas de trabajo.  Estos hechos evidenciaron las sistemáticas ejecuciones extrajudiciales 
a manos de miembros de la Fuerza pública durante los ocho años de gobierno de Álvaro 
Uribe Vélez.  
 
En agosto de ese mismo año, diversos medios de comunicación hicieron público a nivel 
nacional e internacional el presunto homicidio de varios jóvenes del municipio de Soacha, 




comunes del cementerio de Ábrego, en inmediaciones de Ocaña, Norte de Santander, a 
pesar de que sus familias los habían reportado días atrás como desaparecidos. El Ejército 
Nacional, a través del general Paulino Coronado, comandante de la Brigada XXX, aseguró 
que se trataba de “guerrilleros abatidos en combate”. 
 
Las madres y los familiares de los jóvenes dijeron que sus hijos habían sido engañados con 
ofertas de trabajo y que no tenían nada que ver con las guerrillas. Medicina Legal evidenció 
que entre la fecha en que se reportó su desaparición y la fecha de su deceso habían 
transcurrido unos pocos días.  
 
Desde semanas anteriores, las madres de varios de estos jóvenes habían iniciado su 
búsqueda y los habían reportado como desaparecidos. Tras la notificación por parte de 
Medicina Legal de que los jóvenes se encontraban en un cementerio en Santander, las 
madres se fueron conociendo en medio de las mismas denuncias y la falta de respuestas y 
voluntad para la recuperación de los cuerpos. Al recordar cómo inició el grupo de Madres 
de Soacha, Luz Marina relata aquel suceso inesperado y que daría un giro completo a su 
situación. Ese día había muerto un futbolista y el lugar se encontraba lleno de periodistas. 
Ellas estaban sentadas. Cada una tenía entre sus manos la foto de su hijo. La escena llamó 
la atención de un periodista y les preguntó qué hacían ahí, por qué lloraban. Una de ellas 
explicó que a su hijo lo habían matado y que estaba en Ocaña, Norte de Santander. Luego 
varias de ellas repitieron las mismas historias. El periodista les preguntó si ellas se conocían 
y ellas respondieron que no. Entonces él les quitó las fotos de los muchachos y les dijo que 
iba a hacer una nota para pasarla en el noticiero. Como ya era casi medio día, transmitieron 
en directo y entrevistaron a varias madres.  
 
Después de la emisión del noticiero de televisión, la noticia de los jóvenes de Soacha que 
habían sido asesinados en Ocaña se regó como pólvora. La polémica no se hizo esperar. El 
presidente de la República, el ministro de defensa, los altos mandos militares, los analistas 
políticos, todos trataban de encontrar una explicación. Para las familias comenzó el arduo 




sinnúmero de irregularidades y ello fue afianzando la certeza de que en la versión oficial 
había algo que no encajaba. 
 
En noviembre se unieron al grupo otras madres y otras hermanas. Primero fueron 11 
familias, después 14, luego 19 madres y finalmente 21 familias. En ese momento, 
empezaron a hablar cómo fue que desaparecieron sus hijos y quiénes eran cada uno de 
ellos. Hablaron y llegaron a la conclusión de que el caso Soacha se había convertido en un 
caso relevante desde el momento en el que se empezó a comentar en los medios de 
comunicación. Desde que los familiares comenzaron a conversar, empezaron a encontrar 
irregularidades, lo cual los motivó a averiguar qué era lo que verdaderamente había 
sucedido con sus hijos. 
 
El 25 de septiembre, el presidente Uribe habló por televisión y sostuvo que los jóvenes de 
Soacha no se habían ido “a recoger café” sino con propósitos delincuenciales, que no 
habían muerto al día siguiente sino un mes más tarde. “Eso es lo que nos empieza a 
activarnos como madres. El hecho de que además de asesinar a nuestros hijos, los 
quisieran hacer pasar públicamente como delincuentes”. 
 
Las declaraciones del presidente Álvaro Uribe y de los altos mandos militares indignaron a 
las familias y las llevaron a controvertir públicamente sus declaraciones. A partir de ese 
momento se propusieron obligar al Estado a retractarse y a restituir la dignidad de los 
suyos. Poco a poco las familias empezaron a dialogar y a actuar juntas para limpiar el honor 
de sus hijos. En octubre, en compañía del MOVICE, montaron una Galería de la Memoria 
en Soacha. Por esos días también entraron en contacto con el CINEP y las madres 
empezaron a ser entrevistadas por diversos medios de comunicación de carácter 
internacional. Así comenzaron una labor de agitación en la que siempre han tenido como 
norte reivindicar quiénes eran sus hijos. 
 
El 6 de marzo de 2009 participaron en la Marcha del día de las víctimas de Crímenes de 
Estado. En este evento se conocieron con madres de Barranquilla, de Villavicencio, de 




Falsos Positivos no era exclusivo de Soacha, sino que se había presentado en diversas 
partes del país. 
 
Es así como las madres recibieron formación política y en derechos humanos para afrontar 
el proceso de búsqueda e investigación. Paralelo a este proceso, realizaron diferentes 
actividades de denuncia sobre lo sucedido, así como de memoria para dar a conocer 
públicamente quiénes eran sus hijos. Ellas han realizado múltiples plantones en la plaza 
central de Soacha con la galería de la memoria y las mantas que ellas mismas 
confeccionaron como símbolo identitario de su lucha. Articuladas y acompañadas por otras 
organizaciones, también han participado de diferentes performance artísticos con el Teatro 
la Candelaria y el grupo de Cuerpos gramaticales. El conjunto de todas las iniciativas 
adelantadas por las madres, además de la magnitud de los crímenes cometidos, permitió dar 
a conocer los casos de ejecuciones extrajudiciales como una práctica sistemática de 
violencia estatal que a todas luces constituía un crimen de lesa humanidad que debía ser 
repudiado por la opinión pública y merecía condenas ejemplares. 
 
Hasta el momento son pocos los casos que han sido juzgados; sin embargo, son varios los 
militares, tanto de bajo como alto rango, que han sido condenados a penas entre 35 y 54 
años. Uno de los casos más reconocidos es el de Fair Leonardo Porras Bernal, hijo de Luz 
Marina, en el que condenaron a Marco Wilson Quijano (Mayor), Diego Aldaír Vargas 
(Teniente), Carlos Manuel González (Cabo), Ricardo García (Soldado profesional), Carlos 
A. Zapata (Soldado profesional) y Richard R. Contreras (Soldado profesional). De igual 
manera, son miles los militares que todavía están siendo investigados por casos de 
ejecuciones extrajudiciales. 
 
Hoy la lucha de las Madres de Soacha está centrada en la búsqueda de la verdad, la justicia 
y ante todo en la labor incesante por dignificar la memoria de sus hijos lo cual las hace 
ejemplo en la lucha contra la estigmatización de las y los desaparecidos. Como 
reconocimiento a su incansable lucha, durante los diálogos de la Mesa de La Habana, Luz 
Marina Bernal fue invitada en la primera delegación de víctimas del conflicto armado, 





Si bien los procesos organizativos tanto de ASFADDES como el de los familiares del 
Palacio surgieron en el gobierno de Betancur, y los de Hijos e hijas y las madres de Soacha 
en los periodos de Uribe, al realizar una comparación analítica entre los cuatro procesos 
organizativos y sus objetivos de lucha permanente se pueden encontrar similitudes entre los 
procesos que surgieron en décadas distintas, así como diferencias entre procesos que 
surgieron en la misma época.  
 
Al analizar de manera transversal las cuatro organizaciones descritas anteriormente, es 
posible evidenciar cómo el tipo de proceso organizativo de cada una de las cuatro mujeres 
estuvo determinado por los contextos sociopolíticos específicos dentro de los cuales 
emergieron. Mientras que ASFADDES surge en medio del periodo de la 
institucionalización de la desaparición forzada que ocurrió durante los ochenta en los 
gobiernos de Turbay Ayala, Belisario Betancur y Virgilio Barco, Hijos e hijas nace como 
respuesta al proceso de Justicia y Paz mediante el cual se realizó la desmovilización de los 
paramilitares y se caracterizó por sostener la impunidad estatal y el silencio para las 
víctimas durante el primer mandato de Uribe Vélez.  
 
Desde sus orígenes, las posturas tanto de ASFADDES como de Hijos e hijas se 
caracterizaron por tener una comprensión crítica sobre lo que sucedía con la desaparición 
forzada, que iba más allá de luchar por el esclarecimiento de los hechos y exigir justicia en 
los casos específicos de cada uno de los familiares que integraban las organizaciones. En 
esa medida, el objetivo de lucha de ASFADDES constituye combatir la desaparición 
forzada como un crimen de Estado y de lesa humanidad debido a su carácter sistemático, y 
el objetivo de Hijos e hijas es hacer memoria no solo de las personas desaparecidas sino 
también de las luchas o procesos a los cuales estas personas pertenecían. En ambos casos se 
trasciende del nivel personal o familiar para comprender la situación desde una perspectiva 
colectiva y social más amplia, y por ende también crítica. También es posible decir que 





Por su parte, el proceso de los familiares de los desaparecidos durante la retoma del Palacio 
de Justicia surge también en el gobierno de Belisario Betancur, quien fue elegido con una 
propuesta de mandato de la paz, iniciando varias mesas de negociación con las guerrillas 
que posteriormente incumplió y fracasaron, razón por la cual el M-19 realizó la toma. Sin 
embargo, paralelo a su discurso oficial de paz y transición para las guerrillas, de manera 
clandestina, los cuerpos de inteligencia militar cada vez cometían más desapariciones 
forzadas de personas que a su juicio eran presuntos guerrilleros, dando continuidad a la 
política del estatuto de seguridad de Turbay Ayala que pretendía combatir la insurgencia.  
 
Las madres de Soacha nacen durante los mandatos de Uribe Vélez, quien decretó la política 
de la Seguridad Democrática como una estrategia de lucha contra la insurgencia y de 
favorabilidad de la imagen de las fuerzas militares a través del aumento de las estadísticas y 
resultados militares. Esta política desató la institucionalización de las ejecuciones 
extrajudiciales para demostrar y sostener la supuesta eficacia de las fuerzas armadas y 
garantizar privilegios individuales para los militares.  
 
Desde sus inicios, tanto los familiares de los desaparecidos en el Palacio de Justicia como 
las madres de Soacha al identificarse como víctimas deciden agruparse y se enfocaron más 
en sus propios casos, buscando reestablecer el buen nombre de sus familiares, así como que 
se juzgara y condenara a los responsables de los crímenes cometidos. De esta manera es 
cómo surge el objetivo de lucha permanente de los familiares de los desaparecidos del 
Palacio por obtener verdad y justicia frente a lo sucedido con sus seres queridos durante la 
contra toma del Palacio de Justicia. Así mismo, las madres de Soacha tuvieron como 
horizonte claro y permanente el luchar contra la estigmatización de sus hijos y evidenciar 
que el Estado colombiano era responsable y se había “equivocado” más de 3.500 veces 


















El documento anterior nos permite comprender de dónde surge la desaparición forzada y 
cómo se consolida, lo cual resulta importante a la hora de entender el porqué y el para qué 
de un crimen como este. Comprender a mayor profundidad la magnitud e intencionalidad 
de crímenes como la desaparición forzada cobra aún mayor importancia, de cara a los 
análisis que se hacen frente a las lógicas de la guerra en los cuales muchas veces se 
desdibuja la estrategia y sistematicidad que hay detrás. Tampoco hay conocimiento sobre 
qué tipo de actores cometen este crimen ni sus intencionalidades para cometerlo. El 
desconocimiento entorno a la desaparición forzada hace más efectiva su acción. 
 
En el imaginario de la población colombiana no hay una diferenciación entre el secuestro y 
la desaparición forzada, y esto puede ser resultado de una confusión intencionada. Mientras 
que a nivel internacional la desaparición forzada se define exclusivamente como un crimen 
de Estado que, por lo tanto, sólo puede ser cometido por agentes estatales o por particulares 
que actúan con su omisión, tolerancia y aquiescencia, en Colombia, la ley 589 de 2000, que 
tipifica la desaparición forzada como delito, establece en el artículo 165 un enfoque 
distinto. En Colombia la desaparición forzada es cometida por particulares en primera 
medida y si incluye a algún servidor público este también quedará sometido a la pena. Al 
comparar los documentos legislativos nacionales e internacionales resultó en evidencia la 
estrategia del negacionismo de la existencia de crímenes de Estado como la desaparición 
forzada. 
 
La visibilización de la desaparición forzada y la legislación en torno a esta ha sido gracias a 
la presión constante de los grupos de familiares de las víctimas de este crimen. Sin 
embargo, la existencia de un orden normativo no implica necesariamente que se garanticen 
los derechos de las víctimas y sus familiares. Por el contrario, la existencia de algunas 
normas o leyes ha aportado a contravenir algunos de los derechos fundamentales de las 






La conclusión más importante del primer capítulo de esta investigación, tiene que ver con 
las diferentes y múltiples formas en que la impunidad rodea la desaparición forzada en 
Colombia, las cuales, al ser caracterizadas, pueden someterse a una clasificación entre 
mecanismos de impunidad de hecho y de derecho. La historia de la desaparición en 
Colombia descrita en el primer capítulo da luces de cómo operan estos mecanismos de 
hecho, por su parte lo relatado en el segundo capítulo a través de las historias de vida 
muestra como son usados los mecanismos de impunidad de derecho en el momento de 
búsqueda y de investigación. Además, en este segundo capítulo se vislumbra cómo en los 
casos de desaparición forzada ha sido muy clara la acción deliberada del Estado en la 
inoperancia del mecanismo de búsqueda a personas desaparecidas, la intimidación de los 
organismos de seguridad hacia los familiares de las víctimas, las irregularidades en el 
levantamiento del cadáver y la negación de las vulneraciones relatadas. Todas las 
estrategias anteriormente mencionadas, buscan negar el derecho a conocer la verdad de los 
hechos y de que se les haga justicia. 
 
La comparación de las cuatro historias de vida a través de las tres etapas descritas en el 
documento (búsqueda, investigación y resistencia) arrojó una afectación en común para 
cada una de las categorías de análisis propuestas (afectaciones: en el ámbito: personal, 
familiar y social) sin embargo, los impactos para cada una de las categorías de análisis 
varían o cambian de acuerdo a cada una de las etapas. 
 
Es así como se encontró que la afectación que predomina en la categoría del ámbito 
personal, es la alteración de la cotidianidad y el proyecto de vida, mientras que para la 
categoría del ámbito familiar, es la fragmentación y desestructuración de los vínculos 
familiares, finalmente en la categoría del ámbito social, la afectación que prevalece es la 
estigmatización de la víctima y su familia. 
 
En la etapa de la búsqueda se puedo observar que los impactos más relevantes con respecto 
a cada afectación para las mujeres familiares, se encuentran en las alteraciones de las 




Para la etapa de la investigación los impactos más notorios son la desestructuración o 
remplazo de los roles al interior de las familias, la persecución y el riesgo de los familiares 
y la estigmatización de la familia de las víctimas.  
 
Finalmente, en la etapa de la resistencia se resaltan los impactos como la modificación de 
las metas y proyectos, el distanciamiento o la  desestructuración de los lazos familiares y la 
persecución y las amenazas que lleva al exilio. 
   
Para concluir, vale la pena resaltar que el acuerdo de paz con las FARC EP y el Gobierno 
determinó como elemento central el reconocimiento de las víctimas del conflicto armado 
interno y como estrategia para obtener una paz estable y duradera se propuso alcanzar una 
reparación integral de los hechos. Por tal motivo se creó el Sistema Integral de Verdad, 
Justicia, Reparación y No Repetición, como ya se mencionó anteriormente en 2012, con el 
objetivo de alcanzar y satisfacer los derechos fundamentales de las víctimas por medio de 
los tres mecanismos institucionales que lo conforman: Comisión de Esclarecimiento de la 
Verdad, Justicia Especial para la Paz y la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por 
Desaparecidas.  
 
La reconstrucción de las historias de vida de las cuatro mujeres entrevistadas permitió tejer 
una narración colectiva testimonial. Al comparar cada una de las trayectorias de vida, fue 
posible reconocer tres etapas principales por las cuales tuvieron que pasar desde que su 
familiar fue desaparecido hasta el momento en el que las entrevisté: Búsqueda, 
Investigación y Resistencia. En cada una de las etapas identifiqué afectaciones e impactos 
tanto en el plano personal, como en el familiar y social. La caracterización tanto de las 
afectaciones como impactos que tuvieron cada una de las mujeres entrevistadas y el análisis 
transversal que hice de los cuatro relatos, me permitieron identificar líneas paralelas de 
vulneración sistemática que son muestra de los mecanismos de impunidad de derecho 
mencionados en el primer capítulo. La desaparición forzada como crimen cuenta con una 
serie de prácticas asociadas que hacen que este,  se convierta en una vulneración continuada 
en el tiempo, caracterizada por la falta de verdad y la impunidad. Se trata pues de una 





Sin embargo, los impactos no se reducen a las afectaciones físicas, emocionales, familiares 
o económicas, es necesario decir que el impacto sobre las mujeres también tiene que ver 
con la experiencia colectiva que viven al encontrarse con otras familiares y todo lo que ello 
les permite. Es en esta posibilidad de vivir de manera colectiva, que ellas se permiten el 
reconocimiento del dolor y de la experiencia misma, tanto ajenos y propios, y con ella la 
resignificación del duelo y las ausencias. Los procesos organizativos alrededor de las 
luchas contra la desaparición forzada en Colombia son una de las formas de confrontar los 
impactos que deja la violencia sociopolítica, en la medida en que es a partir de los procesos 
organizativos que las familiares de las víctimas pueden encontrar el acompañamiento para 
iniciar la búsqueda o seguir buscando a sus seres queridos, además de que es el espacio 
donde logran entender la realidad y la magnitud de lo que ha sido y sigue siendo la 
desaparición forzada del país. 
 
Si bien es posible identificar muchas similitudes en las experiencias que relatan cada una de 
las cuatro mujeres, lo cual permite develar la sistematicidad característica del crimen, 
también se puede reconocer diferencias en los enfoques de trabajo y las formas de acción. 
Esto fue posible al analizar las diferentes luchas y procesos que lideran o de los que 
hicieron parte las mujeres después de sucedida la desaparición forzada de sus familiares. 
Estas luchas y procesos están guiados por cuatro objetivos de lucha permanente que 
mueven los sentires y las demandas de los familiares y las organizaciones: (I) la lucha 
contra la desaparición forzada, (II) la lucha por la verdad y la justicia, (III) la lucha por la 
memoria de los desaparecidos y finalmente (IV) la lucha contra la estigmatización de las 
víctimas. Cada una de estas luchas se vale de unas estrategias que dan como resultado o 
producto unas herramientas de las cuales pueden hacer uso las organizaciones y las 
víctimas para seguir exigiendo el cumplimiento de sus derechos a la verdad, la justicia, la 
reparación y las garantías de no repetición. 
 
Por supuesto es el lugar donde las familiares logran construir redes de apoyo para 
sostenerse y sostener a otras y otros en el proceso de búsqueda, investigación y resistencia 




de que sean más las mujeres las que asumen y permanecen en este tipo de lucha. Más allá 
de otras lecturas que dicen que las mujeres se terminan organizando más en estos procesos 
porque se encuentran en menor riesgo o porque son entendidas como objetivo militar en 
menor medida, al escuchar y analizar las historias de vida de estas mujeres lideresas, es 
posible inferir que existen también otras razones que provocan que las mujeres asuman más 
esta lucha. Todas las mujeres entrevistadas cuentan cómo su experiencia individual, las 
llevó en un punto a pensar en las otras personas que podían vivir lo mismo que ellas, las 
llevó a pensar en el acompañamiento y solidaridad con otras personas como una estrategia 
también para resistir a la violencia sistemática. La posibilidad de tejer redes de apoyo y 
solidaridad, tiene que ver con la capacidad de construir desde el amor, de aprehender el 
cuidado, propio y colectivo, aunque muchas veces prima más el colectivo sobre el propio. 
 
También tiene que ver con la decisión de reorganizar su proyecto de vida alrededor de los 
procesos y las luchas contra la criminalidad estatal, con mantener la disposición colectiva 
para develar la sistematicidad que rige en la desaparición forzada, labor que sin duda no 
podría surgir de otra manera que no fuera colectiva. Los procesos de empoderamiento y por 
supuesto las estrategias de lucha son indispensables para sobrellevar cada uno de los 
momentos mencionados en el segundo capítulo. 
 
Al iniciar esta investigación planteé como hipótesis que son los procesos organizativos la 
herramienta para incidir en el empoderamiento de mujeres familiares de víctimas de 
desaparición forzada. En el desarrollo de la investigación y escritura de esta tesis logré 
encontrar que la incidencia en el empoderamiento lo da la experiencia que adquiere cada 
una de las mujeres familiares al tener que enfrentarse a las situaciones que conllevan los 
procesos de buscar, investigar y luchar contra la impunidad en lo crímenes de sus familiares 
y de otras víctimas de la misma organización. Por consiguiente, más que una herramienta, 
el proceso organizativo es el espacio de contención y acompañamiento que interviene para 
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ANEXO 1 Caracterización de la Población 
 
Teniendo en cuenta que la mayoría de familiares de víctimas de desaparición forzada son 
mujeres se decidió seleccionar cuatro mujeres con distintas relaciones filiales. Para esto se 
escogió una esposa, una hija, una mamá y una hermana, lo que nos permitiría indagar a 
profundidad y de manera diferenciada frente a las afectaciones personales, familiares, y 
sociales, que tuvieron que vivir las mujeres a raíz del hecho violento. 
 
Estas mujeres hacen parte de distintos procesos alrededor del tema de la desaparición 
forzada, lo que nos permite darnos cuenta del proceso de empoderamiento político que ha 
tenido cada una. Las cuatro mujeres seleccionadas para esta investigación residen en la 
ciudad de Bogotá y las desapariciones de sus familiares también sucedieron en esta ciudad. 
A continuación, un breve perfil de cada una y de sus familiares desaparecidos. 
 
Diana Gómez/Jaime Gómez 
Diana Gomez 
 
Hija de Jaime Gómez, ella es Antropóloga e Historiadora de la Universidad Nacional de 
Colombia. Actualmente Diana tiene un Phd en Antropología y es profesora universitaria. 
Hace parte de Hijos e Hijas por la Memoria y Contra la Impunidad desde el 2006 y desde el 
2007 se vinculó al Movimiento Nacional de Víctimas de Crímenes de Estado. También 
hace parte de una iniciativa de feministas, “somos un grupo muy pequeño que se llama 
Desacato Feminista y bueno he hecho otras cosas en estos últimos años que tienen que ver 
con las mujeres articulado con mi trabajo dentro de Hijos e Hijas” (historia de vida, Gómez 
D, 2012) 
 
Jaime Gomez  
Nació en 1950, fue un sindicalista, historiador y politólogo, militante del Movimiento 
Obrero Independiente y Revolucionario (MOIR), partido de izquierda maoísta, fue ex 




Bogotá, Sintrateléfonos, Concejal de Bogotá, docente universitario, y asesor de 
movimientos sociales.  En el momento de su desaparición él se desempeñaba como asesor 
de la senadora piedad córdoba, el 21 de marzo de 2006, pasadas las 6:30 am, Jaime salió de 
su casa para realizar ejercicios habituales, él subía varios días a la semana a la montaña a 
hacer su caminata, pero hacía las 6:30 de la tarde, su esposa y su hijo se percatan que no ha 
llegado a la casa ni se ha reportado, así que deciden dar aviso a las autoridades. 
 




Esposa de Héctor Jaime Beltrán, nació en Bogotá, ella trabaja con todas las organizaciones 
que la llaman a pedirle ayuda y acompañamiento, cuando era joven perteneció a la juventud 
comunista JUCO, siempre le gustaron los temas sociales, se casó a los 14 años y a los 20 ya 
tenía 4 niñas motivo por el cual tuvo que alejarse de actividades políticas para mantenerse 
atenta con el cuidado de las niñas. Sufrió la desaparición de su esposo el 25 de noviembre 
de 1985, en la re toma del palacio de justicia. Ella ha trabajado activamente en el 
esclarecimiento del caso de su esposo, “a todas las organizaciones que he pertenecido me 
gusta colaborarles porque, la idea mía es que contando lo mío y estando con las personas 
que tienen problemas de desaparición, de desplazamiento les puedo dar un apoyo (…)  
Siendo que mi caso ocurrió hace 27 años, siento que somos como un ejemplo de valentía y 
de esfuerzo, entonces por eso trabajo en los tiempos libres con las organizaciones que me 
llamen” (Historia de vida, Navarrete, 2012). En los últimos años, Pilar se ha dedicado a la 
actuación y ha participado de varias obras de teatro y puestas en escena. Integra el proceso 
de los familiares del Palacio de Justicia y del MOVICE. 
 
Héctor Jaime Beltrán (Jimmy) 
 
Jimmy, como era llamado por su familia y amigos, nació en 1957 en Sahagún departamento 
de Córdoba, a sus 28 años de edad fue padre de cuatro hijas, trabajaba como mesero en la 




parte del ejército, él tenía 27 años, este incidente sucedió el 25 de noviembre de 1985.  Los 
restos calcinados de Héctor Beltrán fueron entregados 31 años después de ocurrida su 
desaparición, en septiembre de 2017. Sus restos habían sido entregados a la familia del 
magistrado auxiliar Julio César Andrade después de sucedida la contratoma del Palacio. 
 
 




Nació en Bogotá y fue la menor de las mujeres entre 15 hermanos. Gloria ha sido una mujer 
muy responsable y dedicada a su familia, se casó y se separó muy rápidamente, hecho por 
el cual regresó a la casa con sus dos hijos: una chica y un chico, en ese momento volvió a 
ese entorno de compartir  con sus hermanos menores que estaban todavía viviendo con su 
madre. Las hermanas todas las mayores ya se habían casado, cada una tenía su hogar su 
vida familiar, así que en la casa solo estaban los hermanos menores y su madre, “entonces 
yo volví a ese entorno aumentando nuevamente el núcleo de mi madre con los dos nietos” 
(historia de vida, Gómez G, 2012) 
 
Ella era hermana de Leonardo Gómez Cortés, uno de los jóvenes detenidos y desaparecidos 
en Bogotá el 1983.  Actualmente Gloria es la coordinadora de la Asociación de Familiares 
de Detenidos Desaparecidos ASFADDES. 
 
Leonardo Gómez 
En el momento de su desaparición tenía 19 años, era estudiante del colegio Bravo Páez, y 
tenía trayectoria política. Él pertenecía al concejo estudiantil, pero en esa época esto era 
clandestino, él era muy activo en su rol, y luchaba por los derechos de los jóvenes 
estudiantes.  Leonardo era pintor, participó en un concurso convocado por el Distrito y 
ganó un premio, él tenía una beca para estudiar en Brasil.  Le realizaron varios intentos de 
secuestro hasta que el 14 de noviembre 1983 salió de su casa en la tarde y no volvió.  Aun 






Luz Marina Bernal/ Fair Leonardo Porras 
 
Luz Marina Bernal  
 
Nació en Turmequé Boyacá, lleva 41 años viviendo en Bogotá, es una mujer casada, tiene 
cuatro hijos, dos varones, dos mujeres, vive en el Municipio de Soacha hace 25 años. 
Estando en el Municipio de Soacha en el 2008 ocurrió la desaparición de su Hijo Fair 
Leonardo Porras  Bernal, a raíz de esta desaparición su vida cotidiana cambió 
drásticamente, ella estudiaba en el SENA todo lo relacionado con manualidades,  tarjetería 
en papel pergamino, troquelado, filigrana, fomy, también estudió artesanía francesa Padua, 
pero en el momento que sucedió la desaparición de Fair ella  dejó de lado todo esto y se 
dedicó a denunciar la desaparición y a intentar encontrar la verdad. Actualmente Luz 
Marina no se encuentra organizada con las otras madres de Soacha que conformaron la 
organización MAFAPO (Madres de Falsos Positivos), es miembro del MOVICE el 
Movimiento Nacional de Víctimas Crímenes de Estado y está en proceso de consolidar la 
fundación Fair Leonardo Porras Bernal.  
 
Fair Leonardo Porras Beltrán 
 
Era un joven de 26 años, fue desaparecido por el ejército colombiano en el municipio de 
Soacha el 8 de enero del 2008, fue asesinado a los tres días de su desaparición. Fair nació 
con una deficiencia mental, a la edad de 26 años tenía la edad neurológica de 9 años. El 
informe de defunción del ejército decía que era un líder de una peligrosa banda de asesinos 
y narcotraficantes, muerto en combate. Su familia recuperó el cuerpo de una fosa común a 











ANEXO 2  
ENTREVISTAS A PROFUNDIDAD 
 
GUION DE ENTREVISTA 
 Breve presentación de la entrevistada / historia de vida  
 Su nombre  
 ¿Dónde nació? 
 ¿A qué se dedica en el presente? 
 ¿Quién fue la persona que desaparecieron? 
 ¿Cuándo ocurrió?  
 ¿A qué se dedicaba su familiar cuando lo desaparecieron? 
 ¿Qué contexto político y social se estaba viviendo el país en el momento en que 
desaparecen su familiar? 
 
Sistematización del problema: ¿Cuáles han sido los impactos que genera la desaparición 
forzada de un familiar en la historia de vida de las mujeres? 
Categorías de análisis: afectaciones personales, familiares y sociales. 
 
 ¿Cómo vivió la desaparición y el proceso de investigación? 
 ¿Cómo se transformó su vida? 
 ¿Cuáles han sido los mayores cambios? 
 ¿Se han recibido amenazas? 
 ¿Se ha sentido miedo, cambios anímicos, cambios en el proyecto de vida? 
 
Sistematización del problema: ¿De qué formas las mujeres han afrontado la impunidad 
que se ha generado alrededor de la desaparición forzada de sus familiares? 





 ¿Cómo ha sido el proceso judicial? - ¿Que se ha logrado? 
 ¿Aparecieron los restos? 
 ¿Porque cree que la desaparecieron? 
 ¿Cómo se ha hecho memoria de lo ocurrido?  
 ¿Porque es importante la memoria? 
 ¿A qué organizaciones pertenece?  
 ¿Porque luchan? 
 ¿Qué ha significado estar organizado? (positivos y negativos) 
 ¿Acciones realizadas desde la familia y desde la organización? 
 ¿Qué entiende por verdad y justicia?  
Sistematización del problema: ¿Cuáles son las luchas y procesos que lideran o hacen 
parte las mujeres a partir de la desaparición forzada de un familiar? 
Categorías de análisis: desaparición forzada, estigmatización, verdad, memoria de las 
luchas. 
          
 Cuándo, cómo y en qué contexto surge la organización. 
 Cómo está organizado (su estructura organizativa) y quienes le conforman. 
 Sus principales hitos (acciones, hechos) desde que surgen. 
 Qué actividades nacionales y en Bogotá suelen hacer y han hecho. 
 Cuáles han sido sus principales demandas y cómo las describen. 
 En qué anda ahora (sus últimas demandas y acciones: paz, comité de búsqueda a 
personas desaparecidas. En estos puntos específicamente que están demandando).  
